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III. POLÍTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS

1) Panorama General

1. Desde su último examen en 2002, la República Dominicana ha adoptado varias medidas de simplificación aduanera.  El promedio simple del arancel NMF aplicado es del 7,5 por ciento (del 14,2 por ciento para los productos agrícolas y del 6,3 por ciento para los demás productos).  La media de los tipos consolidados es del 34,9 por ciento.  Durante el periodo examinado, la República Dominicana mantuvo, y luego eliminó, una comisión sobre las importaciones y un impuesto transitorio sobre las mismas.  La República Dominicana aplica preferencias arancelarias bajo el DR-CAFTA, el MCCA y otros acuerdos preferenciales.  
2. La República Dominicana no ha adoptado medidas antidumping, compensatorias o de salvaguardia durante el periodo bajo examen.  Está revisando el marco legal para la elaboración y aplicación de medidas sanitarias y fitosanitarias, y trabajando en el fortalecimiento de su capacidad para notificar a la OMC esas medidas y los reglamentos técnicos.

3. La República Dominicana ha notificado a la OMC las subvenciones a la exportación otorgadas bajo su Ley de Zonas Francas, que deberá eliminar a más tardar en 2015.  En 2007, permitió a las empresas de zonas francas exportar al territorio nacional productos de las industrias textil, confección y calzado, y extendió algunos de los beneficios fiscales otorgados en las zonas francas a las empresas de dichas industrias en territorio dominicano.  En el mismo año, introdujo nuevos beneficios fiscales para promover la competitividad de la industria nacional y equiparar los incentivos otorgados bajo los regímenes de exportación.  Además mantiene diversos programas de asistencia a las pequeñas y medianas empresas, a la innovación tecnológica y al desarrollo regional. 

4. La República Dominicana no es signatario del Acuerdo sobre Contratación Pública de la OMC.  En 2006 adoptó una nueva ley de contratación pública, y en 2008 promulgó la Ley General de Defensa de la Competencia que entrará en vigor una vez que se establezca la autoridad responsable de su aplicación.  La República Dominicana ha adoptado nuevas leyes para mejorar la protección y la observancia de los derechos de propiedad intelectual, que en algunos casos van más allá de las obligaciones del ADPIC.
2) Medidas que Afectan Directamente a las Importaciones

i) Procedimientos, documentación y registro

5. Desde su examen anterior en 2002, la República Dominicana ha adoptado diversas medidas para modernizar las aduanas, facilitar el comercio y hacerlo más previsible.  Estas medidas incluyen, entre otras, la eliminación de la factura consular, la introducción de la Declaración Única Aduanera, la transmisión electrónica de la declaración y demás documentos a la aduana, el pago electrónico de impuestos, la reducción del tiempo legal de despacho y la certificación de puertos.  Las autoridades reconocen, no obstante, la necesidad de mantener los esfuerzos para combatir el contrabando y otras formas de comercio ilícito.

6. Los procedimientos aduaneros de la República Dominicana se fundamentan en la Ley para el Régimen de las Aduanas (Ley N° 3489) del 12 de febrero de 1953
, las Leyes N°s. 226-06 y 227-06 que otorgan autonomía a la Dirección General de Aduanas y a la Dirección General de Impuestos Internos (DGII), respectivamente, de 21 de junio de 2006, y la Ley N° 8-90 de Zonas francas del 15 de enero de 1990 y su Reglamento (Decreto N° 366-97) de 29 de agosto de 1997.  El marco legal aduanero comprende también otros instrumentos jurídicos, entre ellos, la Ley de Reforma Arancelaria (N° 146-00), la Ley Monetaria y Financiera (N° 183-02), la Ley sobre la Reforma Tributaria (Ley N° 557-05), la Ley de Competitividad e Innovación Industrial (N° 392-07), así como diversos decretos y resoluciones que rigen aspectos específicos del proceso aduanero y/o implementan las disposiciones aduaneras de los tratados comerciales suscritos por la República Dominicana.

7. La Dirección General de Aduanas (DGA) es la entidad gubernamental encargada de facilitar y controlar el comercio internacional de la República Dominicana.  Entre sus atribuciones está la recaudación de los tributos relacionados con el comercio exterior, el control de la evasión fiscal y del comercio ilícito, así como coadyuvar a fortalecer los mecanismos de seguridad nacional y de protección de la salud y el medio ambiente.  Hasta 2006, la DGA era una dependencia de la Secretaría de Estado de Hacienda, pero la Ley N° 226-06 le confirió autonomía funcional, presupuestaria, administrativa, técnica y patrimonio propio.
8. En la República Dominicana no existe un registro obligatorio específico para los importadores.
  Sin embargo, toda empresa o persona física, incluyendo los importadores, debe tener un Registro Nacional de Contribuyentes (RNC), expedido por la DGII.  

9. Para efectuar importaciones se requiere presentar una declaración ante la aduana.  En septiembre de 2007 se inició la introducción de la Declaración Única Aduanera (DUA) que sustituirá definitivamente a los antiguos formularios de declaración de importación y único de exportación, una vez que se complete su proceso de aplicación.  La DUA permite a los contribuyentes autodeterminar sus obligaciones tributarias aduaneras, remitir la información a la aduana por vía electrónica y realizar los pagos correspondientes de manera electrónica.  El nuevo formulario también está destinado a facilitar el control estadístico de las operaciones de comercio exterior y el intercambio de información con otras aduanas.
10. La DUA debe ir acompañada de la factura comercial, los documentos de transporte (conocimiento de embarque si la mercancía es transportada por barco, o guía aérea si lo es por avión), así como de un certificado de origen en el caso de las importaciones preferenciales.  Adicionalmente, según el producto de que se trate, debe presentarse un permiso o autorización de importación y los certificados fitosanitarios y zoosanitarios que correspondan.

11. Un cambio importante desde el anterior examen de la República Dominicana es la eliminación de la factura consular que anteriormente se exigía para aprobar todas las operaciones de importación.  Este requisito fue eliminado mediante la Ley N° 226-06 de 21 de junio de 2006.  

12. En la República Dominicana no es obligatorio utilizar los servicios de un agente de aduanas para realizar operaciones de comercio exterior;  no obstante, alrededor del 80 por ciento de las declaraciones en aduana se efectúa a través de agentes de aduana.  La Ley N° 84-05 de mayo de 2005 establece nuevos requisitos para hacer más eficiente el ejercicio de estos agentes.

13. Las importaciones están sujetas a inspección documental o física según el perfil de riesgo del importador.  En los últimos meses de 2007, la República Dominicana puso en marcha un sistema de análisis de riesgo que entró en operación como programa piloto en dos puertos (Boca Chica y Caucedo), y que se extenderá posteriormente a todas las zonas aduaneras primarias, puertos, aeropuertos y pasos fronterizos.  Las autoridades han indicado que la determinación del riesgo fiscal incluye los siguientes criterios:  gravámenes aplicados, valor y origen de la mercancía, aplicación de regímenes aduaneros especiales, y antecedentes del importador, incluyendo el nivel de cumplimiento de sus deberes fiscales.  En cuanto al riesgo de seguridad, los parámetros comprenden la peligrosidad de la mercancía, los antecedentes penales del importador y demás operadores, el origen y puerto de procedencia de la mercancía, información financiera y crediticia, y seguridad de la cadena logística.  

14. De acuerdo con los datos reportados por el Departamento de Planificación de la DGA, en el marco del programa piloto aplicado en Boca Chica, el 2,4 por ciento de las importaciones se somete a inspección documental, el 82,8 por ciento a inspección física, y el 15 por ciento corresponde al despacho expreso, es decir, no se somete a inspección.

15. Previo a la instalación del sistema de análisis de riesgo, se estableció en las aduanas un sistema de despacho expreso para los operadores de mayor movimiento de carga de importación o exportación, basado en una preselección de unas 120 empresas.  Estas empresas se someten a un proceso de verificación aleatoria a destino, despacho a crédito y fiscalización a posteriori.  Al despacho expreso se acogen grupos empresariales, cadenas comerciales, empresas multinacionales y empresas que tienen concesiones especiales de obras y de explotación minera, así como las empresas que operan bajo el Régimen de Zonas Francas.  Este procedimiento aún está en aplicación en el puerto de mayor volumen de operaciones (Haina Oriental) y en otras aduanas del país en las que aún no opera el sistema de análisis de riesgo. 

16. Una vez pagados los impuestos de importación y los derechos correspondientes, se procede al despacho de las mercancías.  La Ley N° 226-06 establece un tiempo máximo de un día para el despacho.  Cuando el despacho no se efectúa dentro de este tiempo por causas atribuibles a la aduana, no se cobra al importador la tasa por servicio aduanero (ver la sección 2) v) infra).
  De acuerdo con las autoridades, en condiciones normales, el despacho de las mercancías se efectúa en alrededor de seis horas.
  Por condiciones normales se entiende:  que estén disponibles todos los requerimientos logísticos para el movimiento y desaduanización de la carga;  que la mercancía no sea peligrosa ni precise de pruebas especiales de laboratorio, fumigación u otro proceso previo a su despacho;  y que el importador cumpla con los requerimientos del despacho. 

17. Además de eliminar la factura consular, introducir la DUA y agilizar el despacho, desde 2002 la República Dominicana ha tomado diversas medidas para modernizar las aduanas a fin de facilitar el comercio, al tiempo que se refuerza la seguridad de las operaciones.  Estas medidas incluyen la transmisión electrónica de la declaración y los documentos comerciales, incluyendo los manifiestos de carga aérea y marítima;  el pago electrónico de impuestos;  la certificación de origen en línea
;  la reglamentación del despacho de envíos urgentes
;  el establecimiento de la fiscalización con posterioridad al despacho de las mercancías;  la utilización de equipos de verificación no intrusiva (rayos X);  la certificación de puertos bajo la Iniciativa de Seguridad de Contenedores (CSI) y bajo el Código de Protección Marítima Internacional;  y la interconexión de las aduanas con otras instituciones del sector público, entre otras.  De acuerdo con las autoridades, estas medidas han permitido ahorros de tiempo y costos para los importadores, una mayor recaudación fiscal y un incremento en la seguridad de las operaciones.

18. No obstante lo anterior, las autoridades aduaneras reconocen que se precisan continuar los esfuerzos para combatir el comercio ilícito, en particular el contrabando en sus diversas modalidades (introducción ilegal de mercancías, subvaluación, triangulación, incorrecta clasificación arancelaria, piratería, entre otros actos ilícitos).
  Para tal propósito, la Ley N° 226-06 tipifica como crimen la evasión fiscal por contrabando y dispone penas de carácter criminal y sanciones pecuniarias y administrativas para los infractores.  Además, la Ley otorga competencia a los juzgados de primera instancia para conocer los casos de contrabando y aplicar las sanciones que correspondan.
  Según información proporcionada por las autoridades, de mediados de 2004 a enero de 2008, la lucha contra el contrabando y otros delitos aduaneros ha permitido el cobro de reliquidaciones y de multas por un monto de más de RD$5.400 millones (unos 159,3 millones de dólares EE.UU.), además de la recuperación de mercancías y la consecución de condenas judiciales contra los responsables en varios casos.  

19. En los Artículos 178 a 189 de la Ley N° 3489, modificada por la Ley N° 226-06, se establecen los procedimientos de reclamación y recurso en contra de las decisiones de las autoridades aduaneras.  Los importadores, exportadores o cualquier otra parte interesada pueden presentar, en un plazo de 10 días, una reclamación por escrito ante el Director General de Aduanas, quien emite una decisión en primera instancia.  Se puede reclamar contra las decisiones del Director General de Aduanas ante la Secretaría de Estado de Hacienda.  Si el interesado no está conforme con la decisión rendida por las autoridades de Hacienda, puede presentar recurso ante el Tribunal Contencioso Tributario.  En última instancia, el interesado puede recurrir a la Suprema Corte de Justicia.  Las autoridades han señalado que a fines de 2007 existían 22 impugnaciones registradas en contra de decisiones aduaneras, mismas que fueron presentadas ante la instancia administrativa, alcanzando muy pocas de ellas el nivel judicial.  Las impugnaciones se refirieron principalmente a cuestiones de clasificación arancelaria, en tanto que aquellas relacionadas con el origen de las mercancías y la valoración fueron poco frecuentes.
20. En octubre de 2005, la República Dominicana y los Estados Unidos firmaron un Acuerdo de Asistencia Mutua Aduanera que permite a los funcionarios de aduanas de ambos países intercambiar información y documentos con objeto de evitar diversos actos ilícitos en las aduanas.  El acuerdo sienta las bases para la cooperación y la investigación en áreas tales como el contrabando y otras formas de fraude comercial, el lavado de dinero y la seguridad.
21. En la República Dominicana no es obligatoria la utilización de servicios de inspección previa a la expedición en las operaciones de comercio exterior.

ii) Valoración en aduana

22. En julio de 2003, la República Dominicana dejó de aplicar valores mínimos con respecto a varios productos para los que había obtenido una exención a fin de no aplicar el Acuerdo de la OMC sobre Valoración en Aduana;  las autoridades indicaron que, desde entonces, la República Dominicana aplica los procedimientos previstos en dicho Acuerdo.  Al mismo tiempo, mantiene un sistema de "valores criterio" para la valoración de los bienes usados.  La República Dominicana emite resoluciones anticipadas sobre la aplicación de los criterios de valoración aduanera para importaciones bajo el DR-CAFTA y prevé hacer extensivo este sistema a todas las importaciones.
23. La República Dominicana gozó de un periodo de transición para aplicar las disposiciones del Acuerdo de la OMC sobre Valoración en Aduana hasta el 1° de julio de 2001.
  A partir de esa fecha, con la entrada en vigor del Reglamento para la Valoración Aduanera (Decreto N° 667-01), la República Dominicana aplica un sistema de valor basado en el Acuerdo de la OMC.  Conforme a dicho Reglamento, el valor de las mercancías importadas es el valor de transacción, entendido como el precio pagado o por pagar por dichas mercancías.  El valor de transacción se aplica sobre la base c.i.f. tanto para las importaciones en régimen de NMF como para las preferenciales, y se utiliza con respecto a más del 90 por ciento de las importaciones.  El resto se sujeta a revisión y ajuste del valor declarado por parte de la autoridad aduanera, obedeciendo a diferentes motivos. 

24. Asimismo, la Ley de Reforma Tributaria (N° 147-00) establece que para la valoración de las mercancías objeto de comercio exterior se debe aplicar el Acuerdo de la OMC sobre Valoración en Aduana.
  Los instrumentos que conforman la legislación dominicana en materia de valoración aduanera han sido notificados a la OMC.
 

25. En julio de 2001, la República Dominicana solicitó a la OMC una exención para continuar aplicando precios mínimos de importación a determinados productos por un periodo de dos años.
  La solicitud fue aprobada con respecto a 24 subpartidas arancelarias, que incluían:  leche y nata, arroz semiblanqueado o blanqueado, cementos sin pulverizar, aceites lubricantes, manufacturas de plásticos, neumáticos usados, pañales y compresas higiénicas, productos cerámicos, diversos electrodomésticos, aparatos de reproducción de sonido, y vehículos, automóviles y tractores usados y sus partes.
  Las autoridades dominicanas han confirmado que los valores mínimos para estos productos fueron eliminados el 1° de julio de 2003.  
26. La República Dominicana mantiene un sistema de "valores de referencia", cuyo propósito es alertar a las autoridades aduaneras de un posible riesgo fiscal derivado de la subvaloración.  Estos valores se basan en estudios sobre el comportamiento de las mercancías importadas, la información derivada de la fiscalización a posteriori y el monitoreo estadístico de las importaciones, y son actualizados regularmente por la DGA.  Con arreglo al Decreto N° 667-01, cuando resulta necesario demorar la determinación definitiva del valor, el importador puede retirar la mercancía mediante el pago de los impuestos sobre el valor declarado, depositando una fianza por la diferencia entre el valor declarado y el valor estimado por la aduana.
  En 2001 se promulgaron normas para determinar el rango de tolerancia y las pautas para el manejo de las garantías en función de los valores de referencia.
  En mayo de 2005 la fianza fue sustituida por un pagaré notarial, sin costo directo para los usuarios, con objeto de agilizar las operaciones de importación.
27. En julio de 2006, las autoridades de la DGA anunciaron que se llevarían a cabo ajustes a los valores de referencia dados los altos niveles de subvaloración registrados en las operaciones de importación.  
28. La República Dominicana mantiene un mecanismo de "valores criterio" para la valoración de las mercancías usadas, basado en estimaciones que efectúan las autoridades aduaneras tomando como referencia diversas fuentes de información y con arreglo al Decreto N° 667-01.  En el caso de los vehículos automotores usados, se aplica un mecanismo de "valor especial" fundamentado en una interpretación del Comité Técnico del Valor de la Organización Mundial de Aduanas, que deja a criterio de cada país la determinación de cuándo un vehículo debe considerarse como usado.  
29. Las autoridades aduaneras tienen la facultad de realizar auditorías post-entrada para verificar la información contenida en la declaración aduanera.  La fiscalización a posteriori del valor se efectúa con respecto a importaciones seleccionadas sobre la base de un perfil de riesgo y representa entre el 35 y el 40 por ciento del total de las operaciones realizadas en aduanas, según estimaciones de las autoridades. 

30. De acuerdo con sus compromisos en el marco del DR-CAFTA, la República Dominicana emite resoluciones anticipadas por escrito sobre los criterios de valoración aduanera aplicables a operaciones particulares.
  Se prevé extender el carácter vinculante de las resoluciones anticipadas a todas las importaciones, independientemente de su procedencia.  

iii) Normas de origen

31. La República Dominicana no aplica normas de origen no preferenciales.
  Las únicas normas de origen que aplica son las establecidas en sus acuerdos comerciales (con la CARICOM, Centroamérica, Panamá y el DR-CAFTA, ver el capítulo II 4) 2)).  Desde su último examen, la República Dominicana ha notificado al Comité de Normas de Origen de la OMC las normas de origen preferenciales de sus acuerdos de libre comercio con la CARICOM y con Centroamérica.
 

32. El Acuerdo con la CARICOM define las normas de origen por categorías de productos al nivel arancelario de 4 dígitos.  Se exige que la mayoría de los productos y, cuando proceda, los insumos utilizados sean totalmente obtenidos dentro del territorio de las Partes.  En general, se requiere especificar el material no originario que se ha utilizado en el proceso de producción.  Bajo este Acuerdo, los certificados de origen deben ser autorizados por organismos gubernamentales, es decir, por la DGA en el caso de la República Dominicana.  

33. En el Tratado de Libre Comercio con Centroamérica, las normas de origen se basan, como regla general, en el cambio de clasificación arancelaria conforme al Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA).  También se aplican reglas de valor de contenido regional y reglas mixtas.  Se utiliza la autocertificación por parte del importador, el productor o el exportador para la emisión de los documentos de origen.

34. En el Acuerdo con Panamá, se consideran como productos originarios de las partes los artículos y productos cultivados, producidos y manufacturados con materiales y materias primas nacionales y/o importados de una de las partes.  Además, se consideran originarios aquellos productos manufacturados con insumos importados que hayan sufrido una transformación sustancial, que se expresa a través de un cambio de clasificación arancelaria, un valor de contenido regional u otros requisitos establecidos en el Reglamento correspondiente.  La certificación de origen debe ser autorizada por la DGA.  

35. En el DR-CAFTA existe un régimen general de origen que aplica al comercio entre todas las partes.  Además, el Tratado contempla la aplicación alternativa del régimen de origen centroamericano entre los países miembros del MCCA, de reglas de origen especiales entre la República Dominicana y un país centroamericano, así como la aplicación provisional de reglas especiales para unos cuantos productos comerciados entre la República Dominicana y los Estados Unidos.

36. Con arreglo al régimen general, se considera a las mercancías como originarias si cumplen alguno de los siguientes criterios:  (i) han sido obtenidas o producidas totalmente en el territorio de una o más de las partes;  (ii) se han producido enteramente en el territorio de las partes exclusivamente con materiales originarios;  o (iii) se han producido con materiales no originarios que hayan sido objeto de un cambio de clasificación arancelaria en el territorio de las partes o cumplan con una prescripción de contenido regional.  El valor del contenido regional se calcula utilizando como base el valor de los materiales originarios (build-up), o el valor de los materiales no originarios (build-down).  Para ciertos productos de la industria automotriz, el valor del contenido regional se calcula con base en un método de costos.  También se aplican criterios de minimis que permiten que las mercancías se consideren originarias si el valor de los insumos no originarios no excede del 10 por ciento del valor total.  Las disposiciones de minimis son diferentes para productos agrícolas y textiles.

37. El DR-CAFTA contiene disposiciones en materia de acumulación que permiten a los productores optar por acumular su producción con la de sus proveedores en los países que forman parte del Tratado, excepto con relación a los productos sensibles o aquellos sujetos a contingentes arancelarios, en cuyo caso la acumulación se aplica sólo de manera bilateral.  Un aspecto novedoso del DR-CAFTA es que extiende la posibilidad de acumulación a México y Canadá con respecto a ciertos productos textiles del Capítulo 62 del SA.  Las normas de origen relacionadas con los productos textiles y del vestido se establecen por separado en un capítulo del Tratado.

38. Conforme al DR-CAFTA, tanto el importador como el exportador y el productor pueden emitir un certificado de origen.  El Tratado establece asimismo procedimientos de verificación del origen (cuestionarios, visitas e inspecciones) que una parte importadora puede aplicar.  En la República Dominicana los procedimientos para solicitar a la DGA el tratamiento preferencial bajo el DR-CAFTA, así como aquéllos para la certificación y la verificación del origen se establecen en la Resolución N° 70-06 de la Secretaría de Estado de Hacienda de octubre de 2006.  

iv) Aranceles

39. Desde su último Examen, la República Dominicana ha reducido los aranceles NMF, la media simple habiendo disminuido del 8,6 por ciento en 2002 al 7,5 por ciento en 2008.  La proporción de las líneas arancelarias que reciben trato en franquicia arancelaria aumentó considerablemente, pasando del 13,4 por ciento al 55 por ciento durante el mismo período.  Esto refleja la eliminación de los aranceles aplicados a un número importante de insumos y bienes de capital que no produce la República Dominicana.  Sin embargo, ha aumentado la dispersión arancelaria y posiblemente la protección efectiva a ciertos productos.  La República Dominicana ha consolidado la totalidad de sus aranceles, mayoritariamente al 40 por ciento.  La previsibilidad que se deriva de esta medida podría incrementarse cerrando la brecha de unos 28 puntos porcentuales que existe entre la media de los tipos aplicados y los consolidados.  La República Dominicana también ha liberalizado su régimen comercial en forma selectiva a través de acuerdos preferenciales con los Estados Unidos, los miembros del Mercado Común Centroamericano y la CARICOM, y Panamá.
40. El arancel de la República Dominicana figura en la Ley N° 146-00 y sus modificaciones.
  El Congreso tiene la facultad exclusiva para modificar los derechos arancelarios.  La Comisión de Estudios Arancelarios está encargada de recomendar las modificaciones a los derechos arancelarios aplicados "de acuerdo con la evolución de la economía nacional y con el desempeño de los acuerdos de libre comercio firmados por el país".
  Los integrantes de esta Comisión son las Secretarías de Estado de:  Hacienda;  Economía, Planificación y Desarrollo;  Industria y Comercio;  y Agricultura y el Director General de Aduanas.

41. La República Dominicana considera que la reducción de los derechos arancelarios conduce a "una mayor eficiencia y competitividad de los productores nacionales y posibilitaría un mayor crecimiento económico".
  Asimismo indica que la reducción de los derechos arancelarios "induce un aumento del poder adquisitivo y del nivel de bienestar de la población dominicana".

42. La República Dominicana aplica como mínimo trato arancelario NMF tanto a los Miembros de la OMC como a los no miembros.

b) Estructura y niveles

43. El presente análisis se refiere al arancel aplicado a principios de 2008.  Este arancel está basado en el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA) y refleja las modificaciones que figuran en la Cuarta Recomendación de Enmienda del SA, aprobada en junio de 2004 (SA 2007).

44. El arancel comprende 6.752 líneas arancelarias a nivel de ocho dígitos (cuadro III.1).  Todos los derechos arancelarios a la importación son ad valorem.  No se aplican aranceles estacionales ni variables.  La República Dominicana aplica contingentes arancelarios a las importaciones de la carne de pollo, maíz, frijol seco, ajo, cebolla, leche en polvo, arroz y azúcar (véase el capítulo IV 2) iii)).

Cuadro III.1
Estructura de los aranceles NMF, 2002 y 2008
(Porcentaje)

	
	2002
	2008

	1. Total del número de líneas
	
 6.726
	
6.752

	2. Aranceles no ad valorem (% de las líneas arancelarias)
	
 0,0
	
0,0

	3. Aranceles no ad valorem sin equivalentes ad valorem (% de las líneas arancelarias)
	
 0,0
	
0,0

	4. Contingentes arancelarios (% de las líneas arancelarias)
	
    ..
	
0,4

	5. Líneas arancelarias exentas de derechos (% de las líneas arancelarias)
	
13,4
	
 54,5

	6. Promedio de las líneas mayores a cero (%)
	
10,0
	
 16,4

	7. "Crestas" arancelarias nacionales (% de las líneas arancelarias)a
	0,3

 0,3
	
1,0

	8. "Crestas" arancelarias internacionales (% de las líneas arancelarias)b
	
27,4
	
 28,0

	9. Líneas arancelarias consolidadas (% de las líneas arancelarias)
	
 100,0
	
100,0


..
No disponible.
a
Las crestas arancelarias nacionales se definen como los tipos que superan tres veces el promedio simple global de los tipos aplicados.
b
Las crestas arancelarias internacionales se definen como los tipos superiores al 15 por ciento.
Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC en base a datos proporcionados por las autoridades de la República Dominicana.

45. El arancel consta de 12 tipos de entre el 0 y el 99 por ciento.  Si no se toman en cuenta los contingentes arancelarios, existen siete tipos de entre el 0 y el 40 por ciento.  El tipo más frecuente es el 0 por ciento, que se aplica al 55 por ciento de las líneas arancelarias, seguido del 20 por ciento (27 por ciento de las líneas arancelarias).

46. La media simple de los aranceles NMF aplicados disminuyó del 8,6 por ciento en 2002 al 7,5 por ciento en 2008 (cuadro AIII.1).
  El coeficiente de variación aumentó del 0,9 en 2002 al 1,3 durante el mismo período.  La media simple de los aranceles NMF aplicados a los productos agrícolas según la definición de la OMC es del 14,2 por ciento, y a los demás productos del 6,3 por ciento.  Los tipos más altos, de entre el 40 y el 99 por ciento, se aplican a 53 líneas arancelarias a nivel de ocho dígitos correspondientes a la carne y los despojos comestibles, y los productos sujetos a los contingentes arancelarios.

47. La disminución de la media de los aranceles NMF aplicados entre 2002 y 2008 refleja principalmente la reducción a cero en marzo de 2007 de los tipos arancelarios aplicados a unas 2.900 líneas arancelarias a nivel de ocho dígitos, que previamente habían estado sujetas a tipos del 3 u 8 por ciento.
  Los productos que comprende esta medida son mayoritariamente insumos y bienes de capital que no produce la República Dominicana.  Asimismo, en mayo de 2007 la República Dominicana disminuyó a cero los tipos arancelarios aplicados a unas 150 líneas arancelarias que previamente habían estado sujetas a tipos de entre el 3 y el 20 por ciento y que corresponden a los insumos y equipo de los sectores del calzado, textil y confección (véase el capítulo IV 4)).

48. Existe progresividad arancelaria pero ésta no sigue las pautas típicas:  aunque el tipo medio aplicado a los productos acabados es superior al de los productos semiacabados, el tipo medio de los aranceles aplicados a las materias primas es superior al de los productos semiacabados (cuadro AIII.1).

49. La media del arancel efectivo disminuyó significativamente entre 2002 y 2007, del 9,4 por ciento al 5,3 por ciento.
  Los ingresos derivados de los derechos arancelarios sumaron RD$19.337 millones en 2007.  Aunque en porcentaje del PIB, los ingresos derivados de los derechos arancelarios han disminuido del 2,3 por ciento en 2002 al 1,4 por ciento en 2007, su valor nominal absoluto ha aumentado a un tipo medio anual del 12 por ciento durante el mismo período.

c) Consolidaciones

50. Las consolidaciones de las concesiones de la República Dominicana figuran en una lista anterior a la entrada en vigor del Acuerdo de Marrakech y en la Lista XXIII anexa al Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994.
  Después de la conclusión de la Ronda Uruguay, la República Dominicana renegoció las consolidaciones aplicables a varios productos agropecuarios con arreglo al Artículo XXVIII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994.  En noviembre de 1998, notificó que había finalizado esta renegociación.  Los compromisos que resultaron de la renegociación entraron en vigor en 1999 y debieron aplicarse en su forma final a partir de 2004.

51. La Secretaría de la OMC ha transpuesto los compromisos de la República Dominicana al SA 96.  El Comité de Acceso a los Mercados estaba evaluando a mediados de 2008 la manera de dar efecto jurídico a estos cambios.

52. La República Dominicana consolidó todo su arancel en 13 tipos de entre el 5 y el 99 por ciento.  Cerca de dos terceras partes están consolidadas en un tipo medio del 40 por ciento.  Los tipos consolidados más elevado corresponden al arroz, la carne de pollo y el ajo (99 por ciento), la cebolla (97 por ciento) y el frijol seco (89 por ciento).  La media de los tipos consolidados es del 34,9 por ciento.

53. La Secretaría no identificó ninguna línea arancelaria con un tipo aplicado superior a su respectivo tipo consolidado.

d) Aranceles preferenciales

54. En virtud de los acuerdos comerciales con la CARICOM, Centroamérica, los Estados Unidos y Panamá, la República Dominicana otorga trato arancelario preferencial a las mercancías que cumplen con los requisitos de origen de tales acuerdos (cuadro AIII.2).

55. La media simple del tipo arancelario aplicado por la República Dominicana en el marco del Tratado de Libre Comercio República Dominicana, Centroamérica y los Estados Unidos fue del 3,1 por ciento en 2007.  Cerca de 5.150 líneas arancelarias a nivel de ocho dígitos (76% del total) reciben trato en franquicia arancelaria.  El resto se eliminará gradualmente durante períodos de entre 5 y 20 años a partir de la entrada en vigor del Tratado.  La República Dominicana no ha excluido ningún producto del programa de eliminación arancelaria.

56. La media simple del tipo arancelario aplicado en el marco del Tratado de Libre Comercio con Centroamérica fue del 0,4 por ciento en 2007.  Alrededor del 98 por ciento de las líneas arancelarias reciben trato en franquicia arancelaria.  La República Dominicana excluyó del programa de liberalización a las bebidas alcohólicas, tabaco, frijoles, ajo, cebollas, arroz, harina de trigo, café, azúcar, pollo y leche en polvo.

57. En el marco del Tratado de Libre Comercio con la CARICOM, la media simple del tipo arancelario aplicado fue del 1,9 por ciento en 2007.  Reciben trato en franquicia arancelaria 6.155 líneas arancelarias a nivel de ocho dígitos (91% del arancel).  Entre los productos excluidos del programa de liberalización por la República Dominicana figuran el frijol, coco, azúcar, lácteos, grasas y aceites, harina de trigo, pescado, jugos de fruta, ajo y cebollas, carnes, arroz, cemento, diversos productos de acero y productos del tabaco.

58. La media simple del tipo arancelario aplicado por la República Dominicana en el marco del acuerdo con Panamá fue del 7,2 por ciento en 2007.  Reciben trato en franquicia arancelaria 3.777 líneas arancelarias a nivel de ocho dígitos, 97 líneas más que en el marco del arancel NMF.
v) Otras cargas que afectan a las importaciones

59. Además de los aranceles, las importaciones de mercancías están sujetas al pago de tasas específicas por concepto de servicio aduanero.  Tanto los productos nacionales como los importados deben pagar el Impuesto sobre la Transferencia de Bienes Industrializados y Servicios (ITBIS) y el Impuesto Selectivo al Consumo (ISC).  Desde su último examen, la República Dominicana ha eliminado varios gravámenes sobre las importaciones, entre ellos, la comisión bancaria del 13 por ciento del valor c.i.f. de las importaciones que se percibía por concepto de cambio de divisas.

60. La tasa por servicio aduanero fue introducida por la Ley N° 226-06 que otorgó autonomía a la DGA, con objeto de contribuir al financiamiento de esta institución.  La Ley N° 424-06 (que modifica a la Ley N° 226-06), establece que las tasas por servicio aduanero aplicadas por la DGA deben ser específicas, no ad valorem, y no deben utilizarse para proteger indirectamente a las mercancías nacionales ni para gravar las importaciones con propósitos impositivos.
  El Decreto presidencial N° 627-06 reglamenta las tasas que podrán percibirse por servicios aduaneros;  éstas varían en función de unidades de peso y volumen, y se pagan en moneda nacional al tipo de cambio oficial vigente al momento de la presentación de la declaración aduanera (véase el cuadro III.2).

Cuadro III.2
Tasas por servicios aduaneros

	Tipo de carga 
	Tasa por servicio aduanero (equivalente en RD$)

	Contenedores de 20 pies
	$EE.UU.75.00 

	Contenedores de 40 ó 45 pies
	$EE.UU.100.00

	Carga consolidada 

(excepto la realizada vía correo expreso)
	$EE.UU.0.25 por kilo o fracción de kilo, con un tope de $EE.UU.60.00 por cada documento de embarque emitido por el consolidador

	Mercancías sueltas o a granel
	$EE.UU.0.50 por tonelada métrica, con un tope de $EE.UU.500.00 por documento de embarque

	Vehículos de motor, equipo y maquinaria
	$EE.UU.100.00 por unidad

	Correo expreso
	$EE.UU.0.25 por cada kilo o fracción de kilo despachado de la aduana, con un tope de $EE.UU.10.00 por cada guía emitida por la empresa de transporte expreso internacional


Fuente:
Decreto Presidencial N° 627-06 de 22 de diciembre de 2006.

61. En la República Dominicana el impuesto al valor agregado conocido como ITBIS se aplica sobre la venta interna y la importación de bienes y servicios, con varias excepciones.  En septiembre de 2004 la Ley N° 288-04 incrementó la tasa del ITBIS del 12 por ciento al 16 por ciento.  En lo que respecta a las importaciones, la base imponible es el valor c.i.f. de las mercancías más los derechos de aduana y los demás derechos que se tengan que pagar por motivo de la importación.  En el caso de los productos nacionales, el impuesto se aplica al precio neto de venta, más las prestaciones accesorias que otorgue el vendedor tales como transporte, embalaje, fletes o intereses por financiamiento, menos las bonificaciones y descuentos concedidos.

62. El Código Tributario, modificado por la Ley N° 557-05 de 3 de diciembre de 2005, establece los bienes que se encuentran exentos del pago del ITBIS, entre los que figuran los productos pesqueros, animales vivos, un número de productos agrícolas (por ejemplo, café, azúcar, cereales, frutas, hortalizas y lácteos), insumos y bienes de capital agropecuarios, combustibles, medicinas, libros y revistas, y material educativo.
  También están exentas del ITBIS las importaciones de mercancías amparadas por el régimen de internación temporal y las importaciones de materias primas, insumos, maquinaria y equipo realizadas por las empresas de las zonas francas de exportación.
63. La legislación tributaria prevé asimismo la aplicación de un Impuesto Selectivo al Consumo (ISC) sobre la venta interna y la importación de determinados bienes y servicios.
  Ejemplos de los productos gravados con el ISC son los derivados del alcohol y el tabaco, alfombras, caviar, relojes de lujo, electrodomésticos, productos electrónicos, joyas y perfumes.  La tasa del ISC se aplica en función del producto y varía entre el 15 y el 130 por ciento, siendo las tasas más altas aquellas aplicadas a los productos del tabaco y las bebidas alcohólicas. 
64. Para el caso de los productos importados, la base imponible para el ISC es el valor c.i.f. de la mercancía, más el derecho de aduana y cualquier otro derecho aplicable por motivo de la importación, excepto el ITBIS.  En el caso de los productos nacionales, el ISC se grava sobre el precio neto de venta, incluyendo los servicios otorgados por el vendedor tales como embalaje, flete y financiamiento, menos las bonificaciones y descuentos.
65. En lo que toca a los productos del alcohol, bebidas alcohólicas y cerveza, además de una tasa del 7,5 por ciento ad valorem sobre el precio al por menor de dichos productos, se aplican montos específicos del ISC por litro de alcohol absoluto.  De manera similar, los productos del tabaco deben pagar una tasa del 20 por ciento ad valorem sobre su precio al por menor, además de un monto específico que se aplica en función de las unidades por cajetilla de cigarrillos.  
66. Durante el periodo examinado, la República Dominicana mantuvo, y luego eliminó, varios gravámenes y recargos que aumentaron en forma sustancial los impuestos aplicados exclusivamente a las importaciones.  Destaca la llamada "comisión cambiaria" del 4,75 por ciento sobre las transacciones en moneda extranjera, que fue introducida en 1991 y posteriormente transformada en una comisión sobre el valor c.i.f. de las importaciones e incrementada al 10 por ciento en 2003 y al 13 por ciento a fines de 2004, con objeto de hacer frente a la crisis fiscal que experimentó el país durante esos años.  La Ley N° 17-06 de febrero de 2006 convirtió dicha comisión en un "Gravamen Especial Transitorio" del 13 por ciento sobre el valor c.i.f. de las importaciones y ordenó su eliminación al 30 de junio de 2006.

67. Además, en 2004 se introdujo un impuesto transitorio por concepto de estabilización económica del 2 por ciento sobre el valor c.i.f. de las importaciones.  La Ley N° 2-04 que introdujo dicho impuesto, estableció que éste tendría una duración limitada hasta el 31 de diciembre de 2004.

68. La "comisión cambiaria" y el impuesto transitorio de estabilización económica fueron objeto de un proceso de solución de diferencias en la OMC iniciado por Honduras contra diversas medidas dominicanas aplicadas a la importación y venta de cigarrillos.  El Grupo Especial que examinó la diferencia encontró que la "comisión cambiaria" y el impuesto transitorio eran incompatibles con las obligaciones de la República Dominicana bajo el GATT de 1994 relativas a "los demás derechos o cargas" establecidos en su lista de concesiones.  El Órgano de Apelación confirmó estas constataciones.
  La "comisión cambiaria" también fue motivo de una solicitud de consultas por parte de Costa Rica, sin haberse llegado al establecimiento de un Grupo Especial.
  

69. Por su parte, la Ley N° 4-07 de 8 de enero de 2007, puso fin al impuesto selectivo al consumo de vehículos, automóviles de turismo y demás vehículos para el transporte de personas, que se aplicaba en función del valor c.i.f. de las importaciones y fluctuaba entre el 0 y el 80 por ciento.  

vi) Prohibiciones, restricciones y licencias de importación

a) Prohibiciones a la importación
70. La República Dominicana aplica prohibiciones a la importación de algunos productos a fin de proteger la salud humana y de los animales y preservar los vegetales, así como por razones medioambientales, de conformidad con su legislación nacional o sus compromisos internacionales.  Las prohibiciones a la importación se aplican por igual a todos los interlocutores comerciales. 

71. La Ley N° 4-07 de enero de 2007 (que modifica las Leyes N°s 12-01 y 147-00) prohíbe la importación de automóviles usados de más de cinco años
 y de vehículos pesados para el transporte de mercancías con capacidad superior a cinco toneladas y con más de 15 años de fabricación.  La Ley N° 4-07 prohíbe también la importación de electrodomésticos usados.
  Las autoridades han señalado que estas medidas obedecen a razones de protección ambiental y de eficiencia energética.  La prohibición que se aplicaba a las importaciones de motocicletas fue eliminada mediante la Ley N° 12-01 de 2001.  

72. En virtud de la Ley N° 218 de 28 de mayo de 1984 se prohíbe la importación de desechos de origen humano, animal o industrial, en tanto que la Ley N° 64-00 de 18 de agosto de 2000 sobre Medio Ambiente y Recursos Naturales prohíbe la importación de desechos tóxicos.  Por razones de salud pública, la Ley N° 458 de 3 de enero de 1973 prohíbe la importación de ropa usada.  La Ley N° 50-88 de 30 de mayo de 1988 prohíbe la importación de estupefacientes, en tanto que la Ley N° 4990 de 27 de agosto de 1958 prohíbe la importación de plantas coníferas por razones fitosanitarias (ver también la sección 2) ix) infra).  

b) Restricciones y licencias de importación

73. La importación de algunos productos está regulada mediante permisos de importación con el fin de proteger la seguridad pública, el medio ambiente, la flora, la fauna y la salud pública.  Los productos sujetos a permisos de importación figuran en el cuadro III.3.  

74. En el caso de los productos y subproductos de origen vegetal y animal los permisos o "autorizaciones" de importación son expedidos por la Secretaría de Estado de Agricultura y deben de estar acompañados de una "guía de no objeción" fitosanitaria o Zoosanitaria, según sea el caso (ver la sección 2) ix) infra).

75. Además, conforme al Decreto N° 1288-04 de octubre de 2004 que implementa a nivel nacional las disposiciones del CITES, la importación de plantas y animales, y sus productos, partes y derivados, requiere de un permiso emitido por la Secretaría de Estado de Medio Ambiente.

76. La República Dominicana mantiene licencias de importación para varios productos agropecuarios que están sujetos a contingentes arancelarios en la OMC y a contingentes arancelarios acordados en el marco del DR-CAFTA y otros acuerdos preferenciales (ver el capítulo IV 2)).  La República Dominicana ha notificado al Comité de Licencias de Importación de la OMC el Trámite para Contingentes Arancelarios de Productos Agrícolas.
 

Cuadro III.3

Productos sujetos a permisos de importación

	Productos
	Institución que otorga los permisos
	Instrumento jurídico
	Fecha

	Sustancias para la protección de las plantas y productos veterinarios
	Secretaría de Estado de Agricultura
	Ley Nº 4030-55

Ley Nº 311-68
	19 de enero de 1955

24 de mayo de 1968

	Bulbos y semillas, frutos, especias, plantas vivas, abonos y plaguicidas, productos cárnicos, pescado y crustáceos, animales vivos, productos y subproductos de origen animal
	Secretaría de Estado de Agricultura
	Ley Nº 4030-55

Ley Nº 4990-58

Ley Nº 311-68

Ley Nº 8-65
	19 de enero de 1955

27 de agosto de 1958

24 de mayo de 1968

8 de septiembre de 1965

	Armas y municiones
	Secretaría de Estado de las Fuerzas Armadas
	Ley Nº 36-65
	17 de octubre de 1965

	Ganado y carne fresca
	Secretaría de Estado de Agricultura
	Ley Nº 4990-58

Ley Nº 278-66
	27 de agosto de 1958

29 de junio de 1966

	Semillas
	Secretaría de Estado de Agricultura
	Ley Nº 4990-58

Ley Nº 231-71
	27 de agosto de 1958

22 de noviembre de 1971

	Importación de equipos de telecomunicaciones 
	Instituto Dominicano de las Telecomunicaciones 
	Ley Nº 153-98
	27 de mayo de 1998

	Gases y sustancias que agotan la capa de ozono
	Secretaría de Estado del Medio Ambiente
	Ley Nº 64-00

Ley N° 311-68
	18 de agosto de 2000

24 de mayo de 1968

	Ciertos medicamentos de uso humano y animal, y productos químicos
	Secretaría de Estado de la Salud Pública y Asistencia Social/ Secretaría de Estado de Agricultura 
	Ley Nº 42-01 

Ley Nº 50-88

Ley Nº 4030-55
	8 de marzo de 2001 

30 de mayo de 1988

19 de enero de 1955


Fuente:
Autoridades de la República Dominicana.

vii) Medidas comerciales especiales

77. Durante el periodo examinado, la República Dominicana no ha adoptado medidas comerciales especiales, hecho que ha notificado regularmente a los Comités correspondientes de la OMC.
  Sin embargo, a mediados de 2008 estaba estableciendo el marco institucional requerido para  la aplicación de estas medidas y esperaba comenzar a estudiar solicitudes de protección en cuanto contara con los elementos y recursos necesarios.

78. La Ley sobre Prácticas Desleales de Comercio y Medidas de Salvaguardia fue promulgada el 18 de enero de 2002 (Ley N° 01-02);  con anterioridad a esa fecha la República Dominicana no contaba con legislación nacional sobre medidas comerciales especiales.  La Ley N° 01-02 incorpora las disposiciones de los Acuerdos de la OMC, estableciendo normas para las investigaciones y la imposición de derechos antidumping o compensatorios a las importaciones objeto de dumping o subvenciones que causen o amenacen causar daño importante a una rama de la producción nacional, así como para la aplicación de medidas de salvaguardia a fin de hacer frente a un incremento masivo de las importaciones que cause o amenace causar daño grave a una rama de la producción nacional.  

79. La Ley establece que los derechos antidumping y compensatorios deben ser equivalentes al margen de dumping o a la cuantía de la subvención, y tienen una vigencia de cinco años, salvo que sean examinados antes.
  Las medidas de salvaguardia sólo deben aplicarse en la cuantía y durante el periodo necesario para reparar el daño grave o prevenir la amenaza del mismo.  Su duración inicial no debe exceder de cuatro años, pudiendo extenderse su aplicación hasta ocho años.
  

80. De conformidad con la Ley N° 01-02, los ingresos generados por los derechos antidumping o compensatorios pueden invertirse para financiar programas de desarrollo del sector afectado por las prácticas comerciales de que se trate.  Igualmente, los fondos recaudados por la aplicación de una medida de salvaguardia pueden utilizarse para apoyar el plan de ajuste de la rama de la producción nacional afectada.

81. La legislación dominicana ha sido notificada a los Comités de Prácticas Antidumping, de Subvenciones y Medidas Compensatorias, y de Salvaguardias de la OMC
, y ha sucitado preguntas por parte de algunos Miembros.
  Entre los temas que generaron interés se encuentran los relativos a la determinación del valor normal;  la definición del daño, incluyendo los factores a considerar en su determinación;  las notificaciones públicas;  medidas provisionales;  revisiones;  defensa de las partes interesadas y procedimientos de apelación, así como la posibilidad de utilizar los fondos generados por las medidas comerciales especiales para apoyar a la rama de la producción afectada.  La República Dominicana aún no ha notificado a la OMC los detalles de su autoridad investigadora.

82. En efecto, hasta mediados de 2008, razones presupuestarias y otras relacionadas con la capacidad técnica habían retrasado la instauración de la Comisión Reguladora de Prácticas Desleales de Comercio y Medidas de Salvaguardia y, por ende, la implementación de la legislación en la materia;  tampoco se había promulgado el Reglamento para la aplicación de la Ley.  

83. De conformidad con la Ley N° 01-02, la Comisión Reguladora está llamada a fungir como la autoridad nacional competente para realizar las investigaciones y determinar la aplicación de derechos antidumping, compensatorios y medidas de salvaguardia.  La Ley dispone que estará integrada por cinco miembros designados por el Ejecutivo por un periodo de cuatro años, previa ratificación del Congreso Nacional.  En enero de 2008, el Presidente de la República emitió un decreto mediante el cual se dió a conocer los nombres de los cinco integrantes de la Comisión Reguladora, los cuales fueron ratificados y asumieron sus funciones a mediados de 2008.
  Previamente, se había otorgado a la Secretaría de Estado de Industria y Comercio la responsabilidad transitoria de aplicar la Ley N° 01-02, y establecido una Comisión Transitoria integrada por el Secretario de la SEIC, como presidente, y por los Secretarios de Estado de Hacienda, Relaciones Exteriores y Agricultura, así como por el Director General de Aduanas.  

viii) Normas y reglamentos técnicos

84. El sistema de normalización dominicano cuenta con un marco jurídico para elaborar reglamentos técnicos y normas propios, sin embargo se basa en gran medida en la adopción de normas internacionales.  Ciertas insuficiencias institucionales, técnicas y económicas parecen limitar la capacidad de las autoridades para velar por la observancia de los reglamentos técnicos y para notificarlos en los periodos acordados a nivel multilateral.
b) Marco jurídico e institucional

85. El marco jurídico básico que rige el sistema de normalización de la República Dominicana se compone de la Ley sobre Normalización y Sistemas de Calidad (Ley N° 602) de 20 de mayo de 1977 y de la Ley sobre Metrología (Ley N° 3925) de 17 de septiembre de 1954 y sus modificaciones.  Otras leyes aplicables son la Ley sobre Medio Ambiente y Recursos Naturales (N° 64-00), la Ley General de Salud (N° 42-01), la Ley General de Electricidad (N° 125-01), su Reglamento (N° 555-02) y sus modificaciones (Decreto N° 749-02), la Ley General de Telecomunicaciones (N° 153-98) y la Ley General de los Derechos del Consumidor (N° 358-05).  Adicionalmente, el Decreto N° 633-06 de diciembre de 2006, creó el Comité Nacional para la Aplicación del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC.

86. La Dirección de Comercio Exterior y Administración de Tratados Internacionales (DICOEX) de la SEIC, funge como servicio de información para efectos de los párrafos 1 y 3 del Artículo 10 del Acuerdo OTC
 función que anteriormente compartían varias entidades gubernamentales.
  En junio de 2003, la República Dominicana presentó al Comité correspondiente de la OMC una comunicación sobre las medidas que ha adoptado para la aplicación y administración del Acuerdo OTC.

87. La Comisión Nacional de Normas y Sistemas de Calidad (COMINNOR), creada por la Ley N° 602, es la autoridad estatal encargada de definir la política de normalización y de aprobar la elaboración y revisión de los reglamentos técnicos y normas dominicanos.  La COMINNOR está integrada por varias Secretarías de Estado y otras entidades del Gobierno
, así como por asociaciones del sector privado y de los consumidores. 

88. La Dirección General de Normas y Sistemas de Calidad (DIGENOR), dependencia administrativa de la SEIC, es la responsable de coordinar la elaboración y aplicación de los reglamentos técnicos y normas con los organismos competentes, así como de ejecutar las demás disposiciones emanadas de la COMINNOR.  Tiene también a su cargo la elaboración del Plan Nacional de Normalización.  Para realizar sus tareas, la DIGENOR se apoya en diversos comités técnicos organizados por sectores de la industria.  La DIGENOR es la entidad encargada de efectuar las notificaciones de reglamentos técnicos a la OMC.  

89. El Comité Nacional para la Aplicación del Acuerdo OTC se encarga de dar seguimiento a la administración de este instrumento.  Entre sus funciones está presentar a la OMC las notificaciones sobre las medidas adoptadas por la República Dominicana para aplicar el Acuerdo OTC;  recibir las notificaciones de otros Miembros, transmitirlas a los sectores dominicanos interesados y darles seguimiento;  divulgar internamente los asuntos relativos al Acuerdo OTC;  y ofrecer un foro de consulta a otros Miembros sobre temas vinculados con la normalización.  El Comité está integrado por la DIGENOR, quien lo preside, por la DICOEX, y por representantes de las Secretarías de Estado de Salud Pública y Asistencia Social, de Medio Ambiente y Recursos Naturales, de Relaciones Exteriores, de Agricultura, el CEI-RD y el Instituto de Innovación en Biotecnología e Industria (IIBI).  

90. La República Dominicana ha notificado a la OMC que las dependencias gubernamentales que adoptan reglamentos técnicos en el país son la DIGENOR de la SEIC, la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales y la Secretaría de Estado de Obras Públicas y Comunicaciones.
  Asimismo, tienen la facultad para adoptar reglamentos técnicos la Secretaría de Estado de Agricultura, la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social, el Instituto Dominicano de Telecomunicaciones y la Superintendencia de Electricidad.

91. La República Dominicana es miembro de varios organismos internacionales de normalización tales como el CODEX Alimentarius, la ISO, la Comisión Panamericana de Normas Técnicas (COPANT), la Comisión Internacional de Electrotecnia (IEC), el Sistema Interamericano de Metrología, la Cooperación Interamericana de Acreditación (IAAC), el Buró Internacional de Pesas y Medidas (BIPM) y la Comisión Centroamericana y del Caribe de Normalización (COMCANOR).
92. Las autoridades han indicado que sólo se tiene un Acuerdo de Reconocimiento Mutuo (ARM) en materia de registros de medicamentos con Honduras y que está en proceso la negociación de otro acuerdo con El Salvador. 

c) Elaboración, adopción y aplicación de reglamentos técnicos y normas

93. En la República Dominicana, tanto las normas obligatorias (reglamentos técnicos) como las normas optativas (normas) se conocen como Normas Dominicanas (NORDOM) y están sujetas a un único procedimiento de elaboración, aprobación y publicación.  Ambas deben de ser oficializadas por la COMINNOR.  La República Dominicana ha notificado que la DIGENOR ha aceptado el Código de Buena Conducta para la Elaboración, Adopción y Aplicación de Normas de la OMC.

94. El Reglamento de Procedimiento para la Elaboración, Aprobación, Publicación y Difusión de las Normas Dominicanas (segunda revisión de 2005), aprobado por la Resolución N° 2 de 6 de marzo de 1979, establece las etapas para el establecimiento de las NORDOM que se resumen a continuación.  

95. La DIGENOR o cualquier integrante de los Comités Técnicos de la DIGENOR prepara una propuesta que somete al Comité Técnico correspondiente.
  Éste aprueba la propuesta como anteproyecto y lo somete a encuesta pública por un periodo de 60 días.  Si no se reciben observaciones, el anteproyecto es aprobado como proyecto;  en caso de que se reciban observaciones, el Comité Técnico las estudia y prepara un nuevo anteproyecto que somete nuevamente a encuesta pública por un periodo de 30 días.  Una vez que el Comité aprueba un anteproyecto dándole el carácter de proyecto, lo turna a la DIGENOR, quien de encontrarlo conforme, lo somete a su vez a la COMINNOR para su oficialización.  La Comisión aprueba el proyecto, dicta la resolución correspondiente y oficializa la norma ya sea con carácter obligatorio u optativo.  Una vez aprobado el reglamento técnico o la norma, se publica sin demora en un diario de circulación nacional y entra en vigor seis meses después de su publicación. 
96. La DIGENOR puede elaborar un proyecto de norma de emergencia cuando un producto determinado constituya un riesgo para la salud o la seguridad de los usuarios y no exista una norma dominicana correspondiente.  El proyecto debe ser sometido a la COMINNOR con fines de aprobación como "Norma dominicana de emergencia".  Dada su naturaleza, las normas dominicanas de emergencia no requieren pasar por todas las etapas del procedimiento de las normas regulares.  Tienen carácter obligatorio y una vigencia de un año, que puede ser prorrogable por decisión de la COMINNOR.  Una vez establecida una norma de emergencia, la DIGENOR debe constituir un Comité Técnico que se encargará de elaborar el proyecto de norma correspondiente siguiendo el procedimiento normal.

97. De conformidad con el Reglamento de 2005, las NORDOM deben ser objeto de revisión cada cinco años a partir de su entrada en vigor.  En caso de que la DIGENOR considere que una NORDOM debe revisarse antes de transcurridos los cinco años de su vigencia, somete una solicitud de revisión a la COMINNOR, acompañada de una justificación acerca de los problemas técnicos que presenta la aplicación de la medida.  También pueden solicitar una revisión los productores y consumidores interesados, así como otras entidades del sector público.  Si la Comisión así lo decide, emite una resolución aprobando la solicitud de revisión.  Los Comités Técnicos correspondientes efectúan la revisión, siguiendo las mismas etapas que el procedimiento normal, incluyendo la publicación y el envío a encuesta pública.  Las autoridades han indicado que desde 2005 hasta mediados de 2008 se habían aprobado 23 revisiones.

98. La COMMINOR, a solicitud de la DIGENOR, puede adoptar reglamentos técnicos de otros países o de organismos internacionales, siempre y cuando la aplicación de éstos pueda tener incidencia en la protección de la salud, de la seguridad, del consumidor o en el comercio interno y externo  El procedimiento de adopción consiste en someter el texto en castellano de la norma internacional o del país que se pretende adoptar a la COMMINOR, para su consideración y, en su caso, oficialización mediante su resolución y publicación.

99. De acuerdo con las autoridades dominicanas, en enero de 2008 estaban en vigor 626 NORDOM (frente a 496 en diciembre de 1999), de las cuales 169 (27 por ciento) correspondían a reglamentos técnicos y el resto a normas optativas.  Asimismo, las autoridades han indicado que más del 50 por ciento de los reglamentos técnicos y las normas dominicanas se basan o son idénticos a las normas de organismos internacionales.  La gran mayoría de los reglamentos técnicos se refieren a alimentos;  otros productos sujetos a normalización incluyen los medicamentos, los productos eléctricos, el cemento y la medicina de laboratorio, entre otros.  La DIGENOR mantiene un catálogo de las NORDOM, pero no existe un banco de datos electrónico de acceso al público.  Se encuentra en proceso de creación una base de datos con todos los reglamentos técnicos y normas dominicanos.

100. Durante el periodo objeto de examen, la República Dominicana sometió al Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC 51 notificaciones relativas a reglamentos técnicos (48) y a procedimientos de evaluación de la conformidad (3).
  En cuatro ocasiones la notificación se refirió a medidas de emergencia.  Con respecto al 53 por ciento de las notificaciones, en particular aquellas que se presentaron antes de julio de 2006, la entrada en vigor de la NORDOM precedió a su notificación.  Además, todas las notificaciones se refieren a reglamentos técnicos ya aprobados.  En el contexto del presente examen, las autoridades dominicanas indicaron que la DIGENOR no cuenta con suficiente personal calificado para efectuar las notificaciones en el tiempo establecido por el Acuerdo OTC.

101. Más de la mitad de las notificaciones se refirieron a productos alimenticios (entre otros, lácteos, pescados y mariscos, productos obtenidos de frutas y vegetales), siendo la salud y la inocuidad alimentaria los motivos más frecuentemente citados para su adopción.  Las notificaciones de procedimientos de evaluación de la conformidad se relacionaron con sistemas de inspección, certificación y pruebas de laboratorio para las importaciones y exportaciones de alimentos.  La DIGENOR aparece como el organismo responsable en todos los casos.  
102. De conformidad con la Ley General de Salud (N° 42-01), la importación (al igual que la producción, distribución y comercialización) de medicamentos y cosméticos requiere de la obtención de un registro sanitario otorgado por la Secretaría de Salud Pública y Asistencia Social (SESPAS) y del análisis de muestras con anterioridad a la operación de importación.
  La solicitud de registro para los medicamentos la pueden realizar las empresas nacionales o extranjeras ante el Departamento de Drogas y Farmacias de la SESPAS, y la expedición o rechazo del registro debe realizarse en un plazo de 90 días.  En caso de que la SESPAS no pueda cumplir con este plazo, puede asignar a laboratorios de referencia reconocidos para que realicen la evaluación correspondiente y certifiquen el producto en proceso de registro.
  Se prohíbe la importación de medicamentos que no posean certificado de venta libre en su país de origen.

d) Evaluación de la conformidad

103. La DIGENOR es la principal entidad responsable de asegurar que los productos nacionales e importados cumplan con los reglamentos técnicos dominicanos.  Tiene a su cargo la certificación de productos a través de su Departamento de Certificación y Calidad.  El "Sello de calidad DIGENOR" es el certificado que se expide para los productos que cumplen con los reglamentos técnicos dominicanos.  A petición de los interesados, la DIGENOR también expide certificados de calidad para los productos de exportación.  Otros organismos públicos que realizan la certificación son la Dirección General de Salud Ambiental de la SESPAS, la Secretaría de Estado de Agricultura y la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales.  No existen organismos privados de certificación, ni tampoco se cuenta con un reglamento nacional de evaluación de la conformidad.

104. El importador que desee introducir al país un producto sujeto a un reglamento técnico debe someter a prueba una muestra del mismo en un laboratorio reconocido por la DIGENOR.  Debido a que en la República Dominicana no existe un laboratorio de metrología ni laboratorios acreditados bajo las Normas ISO/IEC17025, la gran mayoría de las pruebas se efectúan en laboratorios extranjeros.  Por lo tanto, la DIGENOR acepta certificados y pruebas realizadas por laboratorios acreditados por organismos internacionales.  Las autoridades han señalado que está pendiente la aprobación de la Ley del Sistema Nacional de Calidad que contempla la creación de un Órgano Nacional de Acreditación y del Instituto Dominicano de Metrología, así como la acreditación de laboratorios nacionales.  Se esperaba que el anteproyecto de Ley del Sistema Nacional de Calidad sería introducido al Congreso a finales de 2008.  

105. Según información proporcionada por las autoridades, a mediados de 2008 operaban en la República Dominicana seis laboratorios de referencia con capacidad para realizar pruebas de evaluación de la conformidad.  De ellos, cinco eran estatales:  el Laboratorio Veterinario Central (LAVECEN) dependiente de la SEA, el Laboratorio de Salud Pública Dr. Defilló de la SESPAS, el Instituto de Investigaciones en Biotecnología e Industria (IIBI), el Instituto de Química de la Universidad Autónoma de Santo Domingo (IQUASD) y el Instituto de Microbiología y Parasitología (IMPA).  El único laboratorio privado era el de la Junta Agroempresarial Dominicana (JAD). 
106. La verificación del cumplimiento de los productos nacionales con las NORDOM se verifica en los puntos de fabricación, en tanto que la de los productos importados se realiza en frontera.  Las autoridades han indicado que desde el último examen de la República Dominicana, se ha reforzado la presencia de la DIGENOR en los puertos y aeropuertos del país, pero que aún debe fortalecerse en los puestos fronterizos.

107. En la República Dominicana la evaluación de la conformidad es efectuada por tercera parte, es decir, a través de un organismo independiente del proveedor y del comprador.  No se utiliza el procedimiento basado en la declaración de conformidad del proveedor.  
108. La limitada infraestructura de laboratorios de prueba, así como insuficiencias institucionales, técnicas y de recursos económicos parecen limitar la capacidad de la DIGENOR para implementar la política de normalización y velar por la observancia de los reglamentos técnicos, no sólo con respecto a los productos importados sino también en lo que toca a los productos nacionales.  
ix) Medidas sanitarias y fitosanitarias

109. El marco legal de la República Dominicana en materia de medidas sanitarias y fitosanitarias se encuentra en proceso de actualización.  La República Dominicana no parece contar con la capacidad institucional para notificar estas medidas en los periodos establecidos a nivel multilateral;  desde el establecimiento de la OMC ha realizado solamente cinco notificaciones relacionadas con medidas sanitarias y fitosanitarias.
b) Marco jurídico e institucional

110. En la República Dominicana las funciones de elaboración, adopción y control de las medidas fito y zoosanitarias, y las relativas a los alimentos no procesados corresponden a la Secretaría de Estado de Agricultura (SEA), mientras que aquéllas relacionadas con la inocuidad de los alimentos elaborados están a cargo de la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social (SESPAS), a través de su Departamento de Control de Riesgos de Alimentos y Bebidas.  Dentro de la SEA, las funciones fitosanitarias dependen del Departamento de Sanidad Vegetal y los controles zoosanitarios están a cargo del Departamento de Sanidad Animal de la Dirección General de Ganadería.

111. Con objeto de establecer un sistema integral de control para la inocuidad de los alimentos, en 2005 se creó el Departamento de Inocuidad Agroalimentaria, dependiente de la SEA.  Entre sus funciones está servir como nexo permanente en esta materia entre la SEA, la SESPAS, la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales y la SEIC.  Otra de sus tareas es dirigir y coordinar el Programa Nacional de Vigilancia y Control de Residuos e Higiene de los Alimentos.

112. Conforme al Acuerdo de la OMC sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (Acuerdo MSF), la República Dominicana ha notificado a la Oficina de Tratados Comerciales Agrícolas de la SEA como servicio nacional de información y también como organismo encargado de las notificaciones.
  La República Dominicana ha respondido al cuestionario G/SPS/W/103/Rev.2 del Comité MSF sobre el funcionamiento de estos servicios (sus respuestas pueden consultarse en el sitio de Internet de los Miembros de la OMC) y ha presentado varias comunicaciones sobre la aplicación del Acuerdo MSF y sus necesidades de asistencia técnica.
 

113. El Comité Nacional para la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, creado por el Decreto N° 515-05 de septiembre de 2005, tiene entre sus funciones recomendar políticas y divulgar aspectos relativos a la aplicación de medidas sanitarias y fitosanitarias en la República Dominicana a fin de que sean conocidas por todos los interesados, así como analizar y tramitar las notificaciones de las medidas de otros países a los sectores pertinentes, y participar en las reuniones del Comité MSF.

114. La República Dominicana es miembro de las organizaciones internacionales mencionadas en el Acuerdo MSF, a saber, la Comisión del Codex Alimentarius, la Organización Mundial de Sanidad Animal (OIE) y la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (CIPF).  También participa en organizaciones regionales como el Organismo Internacional Regional de Sanidad Agropecuaria (OIRSA) y la Comisión Caribeña de Protección de Plantas (CPPC).  

115. La República Dominicana ha suscrito acuerdos o protocolos fitosanitarios para la importación/exportación de productos vegetales con el Canadá, Chile, Cuba y Haití.  Asimismo, ha firmado protocolos con los Estados Unidos para la importación de diversos productos y, a partir de noviembre de 2006, reconoce como equivalente el sistema de inspección del Servicio de Inocuidad e Inspección de Alimentos de los Estados Unidos, a efectos de la importación de productos y subproductos de la especie bovina, porcina y avícola.
  Con excepción de este último, dichos acuerdos no han sido notificados a la OMC.  Las autoridades han indicado que la  República Dominicana reconoce las zonas libres de enfermedades identificadas por la OIE de los países de los cuales proceden las importaciones de productos cárnicos hacia el territorio dominicano.  En la República Dominicana aún no se ha implementado la regionalización ni la compartimentalización.. 

116. La legislación dominicana en materia de sanidad animal y vegetal comprende múltiples instrumentos, algunos de los cuales datan de hace varias décadas.  Varias propuestas de actualización de las leyes en materia agropecuaria se encuentran en proceso de aprobación.  La sanidad vegetal se rige por la Ley N° 4990 de Cuarentena Vegetal de 1958, que exige la obtención de un permiso de importación expedido por la SEA para introducir al país plantas, frutas, semillas y cualquier parte de vegetales vivos o muertos.  En la práctica, este permiso constituye una guía de orientación al importador en la que se indican los requisitos fitosanitarios que el producto debe cumplir para ser importado.  Los procedimientos para la importación de productos de origen vegetal se rigen por el Manual de Procedimientos Cuarentenarios emitido mediante resolución de la SEA en 2001.  Por su parte, la Ley N° 311 de 1968 sujeta a autorización la importación y la exportación de plaguicidas e insecticidas, en tanto que el Decreto N° 217-91 de 1991 prohíbe la importación de 12 productos agroquímicos por su peligrosidad para la salud humana. 

117. Entre los principales instrumentos que rigen la sanidad animal se encuentran los siguientes:  el Decreto N° 6775 de 1950 que establece reglas para el comercio de animales y sus subproductos, y prohíbe la importación de ganado de países donde existe la fiebre aftosa y la peste bovina;  la Ley N° 4030 de 1955 que prohíbe la importación de animales con enfermedades contagiosas o hereditarias;  la Ley N° 218 de 1984 que prohíbe la importación de desechos de origen animal;  el Decreto N° 607 de 1987 que prohíbe la introducción de productos cárnicos y lácteos sin previa autorización a fin de evitar la penetración de enfermedades y plagas, y el Decreto N° 607-05 cuyo objetivo es el combate y la erradicación de la peste porcina clásica (PPC) en el país.  Se cuenta también con un Manual de Procedimientos para la Importación de Animales y Productos de Origen Animal que ingresan a la República Dominicana (Resolución SEA N° 19/2006 de julio de 2006).

118. En materia de inocuidad de los alimentos rige la Ley General de Salud N° 42-01 de febrero de 2001 que establece reglas sobre la inocuidad en la producción, elaboración, almacenamiento, comercialización, importación y transporte de alimentos.  Estos aspectos se sujetan a las reglamentaciones establecidas por la SESPAS y a las NORDOM elaboradas en coordinación con la DIGENOR y, en su defecto, a las normas del Codex Alimentarius.  Los importadores de alimentos deben obtener un registro sanitario de la SESPAS y contar con su autorización.  No se permite la importación de alimentos cuyo consumo o venta estén prohibidos en el país de origen.

c) Elaboración y aplicación

119. Las medidas para prevenir la introducción a la República Dominicana de plagas y enfermedades, y para el control sanitario de los alimentos, toman la forma de NORDOM o bien de Certificados de No Objeción Fito y Zoosanitarios (ver infra).  La elaboración de las NORDOM se rige por los procedimientos mencionados en la sección 2) viii) supra.  

120. En respuesta a un cuestionario del Comité MSF en diciembre de 2006
, las autoridades dominicanas señalaron que la elaboración de reglamentos sanitarios y fitosanitarios involucra al sector público (Departamentos de Sanidad Vegetal y Sanidad Animal, la DIGENOR y la Comisión Nacional del CODEX Alimentarius, entre otros), al sector privado (productores, procesadores de alimentos e instituciones académicas) y a observadores de organismos internacionales.  Se señaló, sin embargo, que la notificación previa a la elaboración de un reglamento sanitario es un proceso nuevo en la República Dominicana y que sólo en los últimos años se ha comenzado a notificar a nivel internacional.

121. Las medidas fitosanitarias de la República Dominicana están establecidas en el Manual de Procedimientos Cuarentenarios, que se actualiza regularmente.  Las autoridades han indicado que todas estas medidas se basan en las Normas Internacionales para Medidas Fitosanitarias (NIMF) de la CIPF y que han adoptado la NIMF-12 para la certificación de productos, así como el Certificado Fitosanitario Modelo de la CIPF.  Asimismo, las autoridades han señalado que el servicio nacional de información notificado a la OMC suministra información relativa a medidas específicas a petición de los interesados, dentro de un plazo de tres a cuatro semanas.    
122. Hasta junio de 2008, la República Dominicana había sometido al Comité MSF de la OMC cinco notificaciones:  una relacionada con las plagas del tomate;  otra relativa a las directrices para el embalaje de madera utilizado en el comercio internacional (Norma NIMF N° 15), la tercera sobre el modelo de Certificado Fitosanitario de Exportación que emite la República Dominicana desde marzo de 2006.
  La cuarta notificación se relaciona con un reglamento que establece reglas básicas para las buenas prácticas agrícolas y ganaderas, y la quinta se refiere al reconocimiento de la equivalencia del sistema de inspección del Servicio de Inocuidad e Inspección de Alimentos (FSIS) del Departamento de Agricultura de los Estados Unidos, a efectos de la importación de productos y subproductos de la especie bovina, porcina y avícola.

123. La Secretaría de la OMC no pudo obtener información documental sobre varios aspectos relativos a la transparencia en la adopción de medidas sanitarias y fitosanitarias (MSF), entre ellos:  el mecanismo para informar a los Miembros de la OMC sobre los proyectos de nuevas MSF o modificaciones de medidas que podrían afectar el comercio;  el plazo entre la notificación y la entrada en vigor de las MSF;  así como las publicaciones en las que aparecen los proyectos de MSF y las medidas adoptadas.  Al respecto, las autoridades señalaron que las MSF se elaboran de manera consensuada con los sectores e instituciones interesados y, una vez aprobadas, se dan a conocer tanto internamente como al exterior.  Reconocieron que las notificaciones de nuevas medidas se realizan principalmente a nivel bilateral.  Asimismo, indicaron que el mecanismo para informar a los Miembros de la OMC sobre los proyectos de nuevas MSF o modificaciones a estas medidas, funciona a través del Servicio de Información Nacional de MSF de la Oficina de Tratados Comerciales Agrícolas de la SEA, que funge también como Secretaría del Comité Nacional para la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias.  Esta oficina trabaja en la creación de una página de Internet para publicar las notificaciones y permitir la interacción entre los sectores interesados y los organismos nacionales e internacionales.  En suma, se está trabajando para fortalecer los mecanismos de diseminación de información y notificación de las MSF en el tiempo establecido en el Acuerdo de la OMC y en los compromisos bilaterales y regionales adquiridos por la República Dominicana.  

124. Durante el periodo bajo examen, una medida fitosanitaria dominicana ha sido discutida en el marco del Comité MSF.  En junio de 2006, Canadá declaró que su comercio se había visto afectado por los niveles de tolerancia establecidos por la República Dominicana en cuanto a la composición del suelo para los tubérculos de patata, los cuales eran muy inferiores a los indicados en la norma internacional pertinente y no estaban basados en un análisis de riesgo.
  A pesar de la celebración de consultas bilaterales, el asunto no se había resuelto a mediados de 2008.  
125. No existe un registro específico al que deban inscribirse los importadores de productos de origen vegetal y/o animal.  Sin embargo, las importaciones de estos productos requieren autorización de la SEA y deben ir acompañadas de una o varias "Guías de No Objeción" fitosanitaria o zoosanitaria, donde se establecen los requisitos que deben cumplirse para realizar la importación del producto de que se trate. 

126. El importador de productos y subproductos de origen vegetal debe solicitar una Guía de No Objeción Fitosanitaria que emite el Departamento de Sanidad Vegetal (DSV) de la SEA.
  En el caso de las plantas y flores, el importador debe obtener adicionalmente un certificado de no objeción de la Dirección de Biodiversidad y Vida Silvestre de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales con arreglo al Convenio CITES.
  Para importar semillas, el interesado debe además solicitar una guía de no objeción del Departamento de Semillas de la SEA.  En el caso de los fertilizantes y la materia prima para su elaboración, el importador debe obtener la guía de no objeción del Departamento de Tierras y Aguas de la SEA.  Los plaguicidas requieren una guía de no objeción del DSV.
  

127. Una vez obtenida(s) la o las guías de no objeción requeridas, éstas se entregan junto con la factura comercial al Departamento de Promoción Agrícola y Ganadera (DPAG), quien emite la autorización de importación debidamente firmada por el Secretario de la SEA.  Adicionalmente, toda importación debe ir acompañada de un certificado fitosanitario expedido por la autoridad correspondiente del país de origen, donde conste que el producto se encuentra libre de plagas o enfermedades.
  Las frutas sólo pueden ingresar por determinados puertos marítimos
 y deben ser trasportadas en furgones refrigerados y someterse a cuarentena.  Se prohíbe la importación de fruta de países con presencia de "Ceratitis Capitata".
  

128. Las importaciones de productos y subproductos de origen animal requieren la obtención de una guía de no objeción de la Dirección General de Ganadería (DIGEGA).
  Una vez obtenida, ésta se presenta junto con la factura comercial al Departamento de Promoción Agrícola y Ganadera, quien expide la autorización de importación previa firma del Secretario de la SEA.  La importación de productos de origen vegetal que se utilizan para consumo animal, como la alfalfa y la harina de soja, precisa de guías de no objeción tanto de la DIGEGA como del Departamento de Sanidad Vegetal, además de la autorización firmada por el Secretario.  Los animales vivos, huevos fértiles y vacunas requieren una guía de no objeción de la DIGEGA, mientras que los productos pesqueros precisan el certificado de no objeción del Departamento de Recursos Pesqueros.  Por su parte, los productos de uso veterinario requieren de un registro y autorización ante la DIGEGA, de un certificado de libre venta en su país de origen, así como del registro sanitario de la SESPAS y de pruebas de laboratorio.  Se prohíbe la importación, venta y uso de vacunas y antígenos para prevenir y diagnosticar brucelosis y tuberculosis.
 

129. En el contexto del presente examen, las autoridades han indicado que las guías de no objeción, tanto en materia fitosanitaria como zoosanitaria, están asociadas con un Análisis de Riesgo.

130. Cuando una persona solicita autorización para importar un producto vegetal o animal de un origen determinado para el que no existen requisitos fitosanitarios o zoosanitarios preestablecidos, las autoridades dominicanas proceden a realizar un Análisis de Riesgo del producto y solicitan información a las autoridades competentes del país de origen del producto.  En el caso de sanidad vegetal, la evaluación del riesgo la lleva a cabo la Unidad de Vigilancia y Análisis de Riesgo de Plagas, creada en 2003
 y adscrita a la División de Cuarentena Vegetal de la SEA.  Las etapas que deben seguirse en el proceso de Análisis de Riesgo de Plagas están establecidas en el Manual de Procedimientos Cuarentenarios.  El mismo indica que para evaluar la aplicación de las medidas fitosanitarias se debe considerar su costo/beneficio, el efecto sobre otras medidas de regulación existentes, el impacto socioeconómico y su efectividad en la disminución del riesgo.  En cuanto a sanidad animal, esta tarea es responsabilidad de la Unidad de Análisis de Riesgo del Departamento de Sanidad Animal de la DIGEGA.  Las autoridades han señalado que en la realización de los análisis de riesgo se siguen las normas internacionales de la CIPF, así como las directrices de la OIE.  No existe un plazo fijo para la conclusión del análisis de riesgo.  Cuando se requiere hacer una inspección in situ, los costos del análisis corren a cargo del importador.  De acuerdo con información del Departamento de Sanidad Vegetal, desde principios de 2006 hasta mediados de 2008 se llevaron a cabo 32 análisis de riesgo de plagas.

131. Todas las importaciones de productos de origen vegetal y animal y sus subproductos se someten a inspección física al ingresar al territorio dominicano.  Se aplican las normas nacionales de inspección cuarentenaria y las normas internacionales de la OIE y de la CIPF.  Existen puestos de inspección en puertos, aeropuertos y en frontera.  La República Dominicana cuenta con 27 centros de inspección fitosanitaria y con igual número de puestos de inspección zoosanitaria, así como con 14 centros de inspección de tránsito interno.  Una comisión compuesta por representantes de la SESPAS, los Departamentos de Sanidad Vegetal y Animal de la SEA, de aduanas y de control de drogas efectúa la inspección de los alimentos.

132. La infraestructura dominicana de laboratorios de prueba comprende, en materia de zoosanidad e inocuidad de los alimentos, el LAVECEN y sus laboratorios regionales, el laboratorio de Salud Pública de la SESPAS y el IIBI.  En materia de fitosanidad, operan la Estación de Cuarentena de Post-entrada de la SEA y el Laboratorio Piloto de Diagnóstico Fitosanitario de Haina Oriental. Existen también otros laboratorios como la Junta Agroempresarial Dominicana (JAD) y el Instituto Dominicano de Investigaciones Agropecuarias y Forestales (IDIAF) y algunos de instituciones académicas (ver la sección 2) viii) supra).  

133. Desde 2006, la República Dominicana es signataria del Protocolo de Cartagena sobre la Seguridad de la Biotecnología.  La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, a través de la Dirección de Bioseguridad y Vida Silvestre, se encarga de coordinar la política nacional en la materia y de elaborar las leyes y normas técnicas relativos a los recursos genéticos y la bioseguridad.  La República Dominicana aún no dispone de una ley sobre bioseguridad, pero existe un anteproyecto de ley en proceso de aprobación.  La legislación actual no permite la producción, comercialización o importación de organismos genéticamente modificados (OGM). 

3) Medidas que Afectan Directamente a las Exportaciones
i) Procedimientos, documentación y registro

134. Todas las operaciones de exportación, con inclusión de las efectuadas desde las zonas francas, deben presentar el Formulario Único de Exportación
, que administra el CEI-RD en colaboración con la DGA.  La información que debe contener el formulario incluye la identidad del exportador, del consignatario, del transportista y, en su caso, del agente de aduanas, así como la descripción de la mercancía (clasificación arancelaria, cantidad, peso y valor f.o.b. en dólares EE.UU.).  El formulario debe ir acompañado de la factura comercial, los documentos de transporte, un certificado sanitario, fito y/o zoosanitario, según proceda, y un certificado de origen en el caso de mercancías sujetas a acuerdos preferenciales o convenios internacionales (por ejemplo, el CITES).  

135. La Declaración Única Aduanera, que se introdujo a fines de 2007, deberá sustituir al Formulario Único de Exportación (y a la declaración de importación), una vez que se generalice su uso (véase la sección 2) i) supra).

136. No existe un registro obligatorio de exportadores.  Sin embargo, con arreglo a la Ley N° 84-99 de Reactivación y Fomento de las Exportaciones (sección 3) iv) infra), los exportadores que deseen beneficiarse de los incentivos que ofrece esta Ley deben solicitar su clasificación y un Carnet de Registro de Exportador ante el CEI-RD. 

137. De conformidad con la Ley General de Salud (N° 42-01) los exportadores de medicamentos, cosméticos y productos de higiene personal deben obtener un registro sanitario ante la SESPAS.
  Asimismo, en virtud del Decreto N° 334-07 de julio de 2007, las personas que exporten desperdicios de metales, chatarras y otros desechos metálicos deben registrarse ante el CEI-RD cuando sean exportadores nacionales, y ante el Consejo Nacional de Zonas Francas de Exportación cuando se trate de empresas que operan en dichas zonas.  El objetivo de este registro es garantizar que las exportaciones de estos productos se realicen en un marco de legalidad.

138. Los exportadores que deseen solicitar el reembolso del ITBIS pagado sobre las materias primas e insumos incorporados a los productos que exportan deben registrarse ante la Dirección General de Impuestos Internos (DGII) de la Secretaría de Estado de Hacienda.

139. El Sistema de Ventanilla Única de Exportación (SIVUCEX), creado en 1998 con objeto de centralizar y simplificar los trámites de exportación, fue lanzado nuevamente en 2005.  Su operación está a cargo del CEI-RD en coordinación con la DGA.  El SIVUCEX es un sistema automatizado que permite a los exportadores realizar sus trámites de exportación, incluyendo la obtención de los permisos y certificados requeridos por diversas instituciones, por vía electrónica.  El sistema también ofrece al exportador la posibilidad de efectuar pagos electrónicos por los servicios correspondientes a través del Banco de Reservas de la República Dominicana.  Se espera que el SIVUCEX fomente la competitividad nacional por medio de una reducción del tiempo y los costos operacionales en que incurren los exportadores.  En el contexto del presente examen, las autoridades señalaron que, a enero de 2008, un total de 66 empresas exportadoras utilizaban este sistema.  

140. Con objeto de modernizar los trámites de exportación, en septiembre 2006 la DGA y el 
CEI-RD suscribieron un acuerdo de cooperación interinstitucional en virtud del cual la primera se comprometió a colaborar con el CEI-RD en las funciones relativas a la administración y validación del Formulario Único de Exportación y de los certificados de origen.  Asimismo, la DGA colabora en la operación del SIVUCEX y en el proceso para la cancelación de fianzas y/o cartas de garantía en el marco del Régimen de Admisión Temporal para el Perfeccionamiento Activo.
  Además, para fines del desarrollo y aplicación del SIVUCEX, el CEI-RD ha firmado acuerdos de cooperación con varias instituciones gubernamentales relacionadas con el proceso de exportación.

ii) Impuestos y derechos de exportación

141. Para proteger los recursos marinos, el Decreto N° 11-01 de noviembre de 2001 estableció gravámenes a la exportación de los peces, moluscos y crustáceos vivos.  El impuesto sobre los peces es de 0,03 pesos dominicanos por kilogramo (alrededor de 0,0009 centavos de dólar EE.UU. por kilogramo), en tanto que el de los moluscos y crustáceos vivos es del 5 por ciento ad valorem.  Con arreglo a la Ley Minera (N° 146) de junio de 1971, las exportaciones de sustancias minerales en su estado natural o en forma de concentrados minerales metalíferos están sujetas a una regalía o impuesto mínimo del 5 por ciento del precio de venta f.o.b;  esta regalía puede ser acreditada contra el pago del Impuesto sobre la Renta del mismo año fiscal.   

142. Mediante el Decreto del Poder Ejecutivo N° 727-03 de 6 de agosto de 2003 y posteriormente mediante la Ley N° 1-04 de 6 de enero de 2004, se estableció una contribución solidaria transitoria (CST) del 5 por ciento sobre los ingresos brutos provenientes de las exportaciones de todos los bienes y servicios nacionales.  La Ley N° 1-04 dispuso que la duración máxima de la CST sería de seis meses a partir de su entrada en vigor, transcurridos los cuales cesaría su aplicación de manera automática.  La CST estuvo vigente hasta junio de 2004.  Se estima que la CST generó RD$1.224 millones (unos 31 millones de dólares EE.UU.) durante el periodo que estuvo en vigor.  Los recursos generados por el CST se destinaron al Fondo de Estabilización de la Tarifa Eléctrica con objeto de minimizar el impacto de la devaluación del peso dominicano sobre los precios de la electricidad y del gas licuado.  
iii) Prohibiciones y restricciones a la exportación y régimen de licencias

143. En la República Dominicana se pueden aplicar prohibiciones a la exportación de algunos productos por motivos medioambientales, de salud pública y de seguridad alimentaria.  Si bien se han eliminado las licencias de exportador, varios productos están sujetos a permisos y certificados de exportación específicos. 

144. Por proteger la salud pública y el medio ambiente, la República Dominicana mantiene prohibiciones a la exportación de algunos productos, que incluyen la sangre humana y sus derivados (Ley N° 56-1974), el ámbar en su estado natural (Ley N° 65-1967), ciertos tipos de maderas (Decretos N°s 988, 728 y 4257) y la arena, gravilla y tierra apta para el cultivo (Ley N° 64-00).  Conforme a sus compromisos bajo el CITES, la República Dominicana prohíbe la exportación de carey en su estado bruto natural (Ley N° 95 de 1967). 

145. Mediante el Decreto N° 377-92 de 18 de diciembre de 1992 se eliminaron las licencias de exportación per se.  No obstante, las exportaciones de varios productos están sujetas a autorizaciones, permisos o certificados específicos por parte de distintas instituciones
, que en la mayoría de los casos son emitidos para cumplir con los requisitos exigidos en los países de destino.

146. Las ventas externas de bebidas alcohólicas y cigarrillos necesitan una autorización de la DGII de la Secretaría de Estado de Hacienda para beneficiarse de la exención del ISC.
  La exportación de ciertos minerales está sujeta a control e inspección de la Dirección General de Minería de la SEIC.
  Los productos farmacéuticos, los cosméticos y los artículos de limpieza requieren un Permiso de Exportación de Sustancias Químicas y Precursores y/o un Permiso de Exportación de Medicamentos con Sustancias Controladas que emite la SESPAS.
  

147. Se exigen certificados fitosanitarios expedidos por la SEA para las exportaciones de vegetales orientales y otros productos de origen vegetal.
  Para las exportaciones de animales y sus subproductos, miel y sus derivados y productos veterinarios, la DIGEGA expide un permiso y un certificado sanitario según los requisitos del país de destino.
  Las exportaciones de especies y productos marinos, así como las de plantas y animales silvestres requieren un permiso de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, además del Certificado del CITES.
  

148. Las exportaciones de tabaco deben obtener un certificado fitosanitario expedido por la SEA y un certificado de fumigación del Instituto del Tabaco.  Las ventas externas de cacao precisan de un certificado fitosanitario y de un certificado de calidad del grano emitidos por la SEA.
  Las exportaciones de café se sujetan a certificados de inspección fitosanitaria y de calidad del grano igualmente expedidos por la SEA, además de un certificado de registro del contrato de venta.
  También se aplican permisos para asignar los contingentes de las exportaciones de azúcar, que son administrados por el Instituto Nacional del Azúcar (INAZUCAR). 
iv) Concesiones arancelarias y fiscales

149. La República Dominicana ha notificado a la OMC que las concesiones arancelarias y fiscales otorgadas por la Ley de Zonas Francas incluyen subvenciones a la exportación, las cuales se comprometió a eliminar a más tardar en 2015.  En el marco del DR-CAFTA, la República Dominicana se comprometió a eliminar todas las exenciones arancelarias sujetas a requisitos de desempeño para 2009.  En 2007, la República Dominicana permitió a las empresas de las zonas francas exportar al territorio dominicano productos de ciertas industrias, tales como textil, confección y calzado, y extendió algunas de las concesiones otorgadas en las zonas francas a empresas de dichas industrias en territorio dominicano.  La Ley N° 392-07 sobre Competitividad e Innovación Industrial, promulgada a fines de 2007, otorga facilidades fiscales a otras empresas exportadoras establecidas en territorio dominicano. 

b) Zonas Francas

150. En enero de 2002, la República Dominicana notificó a la OMC las subvenciones aplicadas con arreglo a la Ley de Zonas Francas (N° 8-90 de 15 de enero de 1990) y solicitó una prórroga del periodo de transición previsto en el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias (Acuerdo SMC)
, acogiéndose a la Decisión Ministerial que dispuso la posibilidad de prorrogar dicho periodo para determinadas subvenciones a la exportación otorgadas por los Miembros.

151. En septiembre de 2007, la República Dominicana solicitó la continuación de la prórroga que ampara a la Ley N° 8-90
, de conformidad con el procedimiento adoptado por el Consejo General en favor de determinados países en desarrollo Miembros.
  En virtud de dicho procedimiento, esos Miembros se comprometieron a eliminar las subvenciones a la exportación a más tardar el 31 de diciembre de 2015 y a presentar un plan de acción para tal efecto en 2010.

152. En el contexto del presente examen, las autoridades dominicanas indicaron que mediante el Decreto Presidencial N° 468-06 (2006) se conformó una Comisión para la adecuación del marco legal de las zonas francas conforme a la normativa del Acuerdo SMC de la OMC.  En mayo de 2008, se concluyó el proyecto de ley correspondiente y se sometió al Poder Ejecutivo para su posterior presentación ante el Congreso.  En el marco del DR-CAFTA, la República Dominicana se comprometió a eliminar las concesiones arancelarias supeditadas a los requisitos de desempeño a partir del 31 de diciembre de 2009.  

153. La Ley de Zonas Francas, junto con su reglamento
, constituye el instrumento más importante de promoción de las exportaciones dominicanas.  Las zonas francas se definen como áreas geográficas sometidas a controles aduaneros y fiscales especiales en las que se permite la instalación de empresas que destinen su producción o servicios al mercado externo.
  

154. Las empresas que operan en las zonas francas se benefician de incentivos aduanales y fiscales.  Estos beneficios incluyen la exención total de los siguientes impuestos:  los aranceles y demás gravámenes relacionados con la importación de materias primas, insumos y equipos utilizados para el establecimiento y funcionamiento de estas empresas;  el ITBIS;  el impuesto sobre la renta (ISR);  el impuesto sobre la constitución de compañías;  los impuestos por transferencia de inmuebles;  los impuestos municipales y otros gravámenes específicos.
  Las exenciones se aplican por un periodo de 20 años en las zonas francas localizadas en las regiones fronterizas, y por 15 años en las zonas francas ubicadas en el resto del país;  ambos periodos son prorrogables.

155. El organismo responsable de la aplicación de la Ley N° 8-90 es el Consejo Nacional de Zonas Francas de Exportación (CNZFE), integrado por representantes de los sectores público y privado.  Entre sus funciones está evaluar la política sobre zonas francas, promover el desarrollo de éstas y formular recomendaciones al Poder Ejecutivo.  El CNZFE también se encarga de examinar y aprobar las solicitudes de instalación de empresas en dichas zonas y de las prórrogas correspondientes, así como de reglamentar las relaciones entre los operadores y las empresas de zonas francas.
  Los operadores tienen a su cargo el desarrollo de la infraestructura física y de servicios de las zonas francas, y también gozan de los beneficios previstos en la Ley N° 8-90.

156. Además de los beneficios fiscales, la Ley N° 8-90 contempla disposiciones para facilitar los procedimientos aduaneros de las empresas instaladas en las zonas francas.  Por ejemplo, dispone el establecimiento de una oficina de aduanas en cada una de las zonas francas y crea una Subdirección de Aduanas, así como un Cuerpo Especial de Celadores de Aduanas, destinados exclusivamente al servicio de las empresas de zonas francas.  

157. La Ley N° 8-90 también dispone que las empresas de zonas francas que se instalen en la región fronteriza del país podrán obtener créditos con tasas de interés preferencial acordados por el Banco Central.  No obstante, en el contexto del presente examen las autoridades señalaron que, a mediados de 2008, ninguna empresa de zona franca se beneficiaba de esta facilidad pues el mecanismo no estaba en operación.  A partir de 2003, el Programa de Financiamiento para las Empresas Industriales de Zonas Francas fue transferido del Banco Central al Banco Nacional de Fomento de la Vivienda y la Producción.  Según las autoridades, el volumen de operaciones de este programa se ha reducido debido a la competencia de las tasas de interés ofertadas por el sector financiero privado.
158. Previa autorización del CNZFE, las empresas de las zonas francas pueden exportar al territorio aduanero dominicano hasta el 20 por ciento de su producción, siempre y cuando paguen los aranceles e impuestos establecidos para importaciones semejantes.  Asimismo, pueden vender en el mercado local hasta el 100 por ciento de su producción cuando los bienes o servicios tengan un contenido nacional de por lo menos un 25 por ciento o no se produzcan en la República Dominicana, previo pago de los aranceles e impuestos correspondientes.
  Los derechos de importación son calculados por la DGA excluyendo de la base imponible los componentes y valores agregados nacionales que han intervenido en la producción de los bienes de que se trate.  

159. En 2007 se modificó la Ley N° 8-90 para permitir a las empresas de zonas francas vender hasta el 100 por ciento de su producción en el mercado nacional cuando se trate de productos terminados de la cadenas textil y confección, y de pieles y manufacturas de cuero (ver infra).  Aunque los productos vendidos en el mercado dominicano por las empresas de zonas francas quedan sujetos al pago de aranceles y otros impuestos cobrados en frontera, las empresas mismas están exentas en todos los casos del pago de impuestos internos tales como el ISR y los impuestos municipales. 

160. Como se observó en el anterior examen de la República Dominicana, las actividades realizadas en las zonas francas generan la mayor parte de sus exportaciones y son importantes fuentes de empleo e inversión (ver también el capítulo IV) 4)).  A fines de 2007, existían en operación 53 parques industriales que albergaban a 526 empresas de zonas francas, las que a su vez empleaban a 128.000 trabajadores.  En 2007, las zonas francas generaron exportaciones por un valor de 4.563 millones de dólares EE.UU., en tanto que sus importaciones alcanzaron 2.582 millones de dólares EE.UU.  Durante el periodo examinado, la participación de las exportaciones de las zonas francas con respecto a las exportaciones totales de la República Dominicana ha descendido progresivamente, pasando del 83,6 por ciento en 2002 al 63 por ciento en 2007.
  Las autoridades han indicado que las zonas francas venden al mercado local menos del 3 por ciento de su producción. 

161. En cuanto a su distribución por ramas de actividad, las empresas de las zonas francas se concentran en el sector textil y de confecciones, donde operan cerca del 36 por ciento de estas empresas.  En años recientes se ha observado una diversificación hacia otros sectores tales como los servicios (11 por ciento), las empresas comercializadoras (10 por ciento), el tabaco y sus derivados (9 por ciento), los productos electrónicos (5 por ciento), la joyería (4 por ciento), la agroindustria (4 por ciento) y los productos médicos y farmacéuticos (3 por ciento) (véase el Capítulo IV 4)).

162. Un estudio reciente de las autoridades dominicanas señala que el sector de las zonas francas es el que más genera gastos tributarios por exenciones fiscales y otros incentivos, así como por evasión fiscal, y estima el gasto tributario por este concepto en unos RD$10.160 millones para 2008 (cerca de 299 millones de dólares EE.UU.)
, lo que equivale al 4,4 por ciento del ingreso tributario total de 2007.  

163. De acuerdo con un estudio de una firma de consultoría, en los últimos años las zonas francas han perdido dinamismo y su posición como centros de manufactura de bajo costo se ha visto erosionada.
  Ello se explicaría, entre otros factores, por las presiones competitivas internacionales, principalmente de los países de Centroamérica y Asia, los altos costos de producción en términos de salarios, electricidad y transporte, y a la competencia internacional de incentivos fiscales a la inversión.  El mismo estudio señala que las exportaciones de las zonas francas, ajustadas a la inflación, han caído constantemente desde 2000, en tanto que el poder adquisitivo de los trabajadores de estas zonas se ha venido deteriorando desde 1998.
  

164. Según las autoridades dominicanas, la liberalización de las cuotas bajo el Acuerdo sobre Textiles y Vestido de la OMC ha ocasionado una merma en el nivel de empleo del sector de zonas francas, el cual perdió cerca de 60.000 puestos de trabajo entre 2005 y 2007, la mayoría de ellos en la rama textil.
  

165. El Gobierno Dominicano busca incrementar la integración de las empresas de las zonas francas con la industria local mediante el desarrollo de enlaces industriales y cadenas de abastecimiento.  Entre las medidas adoptadas con este fin destaca la Ley N° 56-07 de 4 de mayo de 2007, que declara de prioridad nacional a los sectores de la cadena textil, confección y accesorios, y de pieles, calzado y manufacturas de cuero, creando un régimen regulatorio para estas industrias aplicable tanto a las empresas de zonas francas como del mercado local.  Esta Ley extiende algunos de los beneficios arancelarios y fiscales de las zonas francas a las empresas nacionales de las ramas mencionadas (arancel cero para insumos y equipos importados, exención del impuesto sobre la renta, del ITBIS y demás impuestos), y modifica la Ley N° 8-90 para permitir a las empresas de las zonas francas exportar al territorio dominicano, libre de arancel, hasta el 100 por ciento de los productos terminados de la cadena textil, confección y accesorios, y de pieles, calzado y manufacturas de cueros (véase el Capítulo IV sección 4)).

166. La Ley N° 56-07 introduce otra modificación a la Ley de Zonas Francas (N° 8-90) relativa a las empresas de servicios logísticos (tales como consolidación y almacenamiento de mercancías) y de comercialización.  Por medio de esta reforma, los productos importados por las empresas de zonas francas dedicadas a brindar estos servicios podrán ser vendidos en el mercado local, previa autorización del CNZFE y con sujeción al pago de los aranceles e impuestos correspondientes.

167. En el marco de este examen, las autoridades indicaron que al eliminar los requisitos de contenido local y las restricciones para la venta en el mercado interno, al igual que los requisitos de desempeño de las exportaciones, la Ley N° 56-07 constituye un paso hacia delante en el proceso de adecuación de la legislación nacional a los compromisos de la República Dominicana bajo el Acuerdo SMC de la OMC.  

c) Concesiones para las exportaciones nacionales 

168. Con objeto de eliminar el sesgo antiexportador que se origina por el pago de aranceles y otros gravámenes sobre los insumos incorporados a los productos de exportación, la Ley de Reactivación y Fomento de las Exportaciones (N° 84-99 de 6 de agosto de 1999) y su Reglamento (Decreto N°213-00 de 22 de mayo de 2000), establecen tres mecanismos para promover las exportaciones de las empresas situadas fuera de las zonas francas:  

· El Reintegro de Derechos y Gravámenes Aduaneros establece el reembolso de los aranceles y otros gravámenes pagados por la importación de materias primas, bienes intermedios, insumos, envases, etiquetas y empaques, cuando los mismos hayan sido incorporados a bienes de exportación.

· La Compensación Simplificada de Gravámenes Aduaneros permite a los exportadores obtener un cheque nominativo o un bono de compensación tributaria por un monto de hasta el 3 por ciento del valor f.o.b. de las mercancías exportadas, pero que no debe exceder del valor de los derechos de aduana pagados.

· El Régimen de Admisión Temporal para Perfeccionamiento Activo prevé la suspensión del pago de aranceles y del ITBIS sobre los productos importados para su elaboración y reexportación (dentro de un plazo de 18 meses), incluyendo los productos provenientes de las zonas francas.

169. El CEI-RD administra los tres mecanismos en colaboración con la DGA.  En términos generales, según datos del CEI-RD, el valor f.o.b. de las exportaciones nacionales realizadas al amparo de la Ley N° 84-99 ascendió a 624 millones de dólares EE.UU. en 2007.  

170. En el contexto de este examen, las autoridades indicaron que, a mediados de 2008, la aplicación de estos mecanismos era limitada debido, entre otras razones, a que más de la mitad del arancel de la República Dominicana tenía tasa cero, y a la falta de acuerdos interinstitucionales para hacer efectiva la compensación o devolución de gravámenes previstas en estos mecanismos.  Además, el Régimen Temporal para el Perfeccionamiento Activo, aunque se mantenía en funcionamiento, estaba perdiendo su atractivo en virtud de las facilidades fiscales establecidas en la Ley N° 392-07.

171. La Ley N° 392-07 sobre Competitividad e Innovación Industrial de diciembre de 2007 prevé que las empresas nacionales o extranjeras acogidas a los programas de dicha ley y calificados por la entidad PROINDUSTRIA (ver la sección 4 iii)), que exporten a terceros mercados, incluyendo a las zonas francas, tienen derecho al reembolso de los siguientes impuestos:  el ITBIS, el ISC sobre las Telecomunicaciones, sobre los Seguros y sobre los Combustibles, y el impuesto a los cheques, en una proporción igual al porcentaje que representen los ingresos por exportaciones del total de los ingresos por ventas en un periodo determinado.  La Ley N° 392-07 entró en vigor parcialmente a mediados de 2008;  la DGII se encarga de administrar los reembolsos del ITBIS de conformidad con la Norma General 02-08, emitida para ese fin en febrero de 2008.

v) Financiamiento, seguros, garantías y promoción de las exportaciones

172. La República Dominicana no cuenta con un organismo oficial especializado en el financiamiento de las exportaciones.  Esta función, que antes recaía en el Banco Central, fue transferida al Banco Nacional de Fomento de la Vivienda y la Producción (BNV) a partir de 2003.
  El BNV mantiene un programa destinado a brindar financiamiento a los exportadores para sus operaciones de corto plazo, mediante el otorgamiento de créditos post-embarque.  El BNV financia este programa con fondos propios y los canaliza a través de instituciones financieras intermediarias (IFIs).

173. El programa post-embarque está destinado a proporcionar capital de trabajo a los exportadores de cualquier tipo de productos.  Se puede financiar hasta el 90 por ciento del valor de los documentos bancarios que amparan la operación de exportación, siempre y cuando no se exceda el monto máximo que es el equivalente en pesos dominicanos de 100.000 dólares EE.UU. por embarque, a la tasa de cambio del Banco Central en la fecha en que se efectúa la aprobación del préstamo.  Los créditos se otorgan con un tipo de interés promedio del 12 por ciento y a un plazo de 90 días contados desde la fecha del desembolso de los fondos a las IFIs.  La tasa de interés activa promedio de los bancos comerciales para créditos de hasta 90 días fue del 14,37 por ciento en 2007.
 

174. Las autoridades han señalado que si bien existen otros recursos públicos disponibles a los exportadores para financiar activos fijos, las tasas de interés son altas (18 a 22 por ciento) y su obtención exige el cumplimiento de numerosos requisitos y de largos trámites burocráticos.  

175. La República Dominicana no cuenta con programas oficiales de seguro o garantías a las exportaciones, pero a mediados de 2008 se estaba elaborando una propuesta de Seguro al Exportador.

176. Desde 2003 el CEI-RD es el organismo oficial responsable de la promoción de las exportaciones dominicanas, función que anteriormente correspondía al CEDOPEX.  Las actividades del CEI-RD incluyen la organización de misiones comerciales, ferias y exposiciones para promover la oferta de productos dominicanos;  la identificación de la demanda extranjera y de los requerimientos que deben cumplir los productos nacionales en otros mercados;  asistencia técnica a los exportadores y apoyo durante su participación en eventos internacionales, así como la identificación de productos y empresas dominicanos con potencial exportador.  Las actividades de promoción se dirigen a las exportaciones nacionales y de las zonas francas;  aunque en el futuro se prevé dar mayor énfasis a estas últimas.  Si bien todos las actividades se promueven, se consideran como prioritarios los siguientes sectores:  alimentos y bebidas (productos agropecuarios, agroindustriales y orgánicos), industrial (muebles, artículos de piel, calzado, textiles y cosméticos), y las industrias culturales (artesanías, obras de arte, música y vídeos).

177. El CEI-RD también se encarga, conjuntamente con las autoridades aduaneras, de la administración de los mecanismos de reintegro, compensación y admisión temporal previstos en la Ley sobre Reactivación y Fomento a las Exportaciones (N° 84-99), además de aquellos establecidos en los acuerdos comerciales preferenciales.  

178. El CEI-RD se financia mediante el presupuesto gubernamental (40 por ciento) y con transferencias de la DGA (60 por ciento);  éstas últimas son producto de los servicios que ofrece el CEI-RD por la venta de certificados de origen, que son cobrados directamente por la DGA y transferidos al CEI-RD.  De acuerdo con la información proporcionada por las autoridades, de enero a diciembre de 2007, el presupuesto asignado al Departamento de Promoción de Exportaciones y otras áreas relacionadas con la promoción del CEI-RD ascendió aproximadamente a RD$43,7 millones (poco más de 1,2 millones de dólares EE.UU.).

179. Mediante el Decreto N° 334-05 de junio de 2005 se creó el Consejo Presidencial de Fomento a las Exportaciones Nacionales, como organismo mixto conformado por los sectores público y privado.
  Entre los principales objetivos del Consejo figuran los siguientes:  promover una cultura exportadora, contribuir al fortalecimiento del CEI-RD, eliminar el sesgo antiexportador entre las zonas francas y la industria nacional, establecer un sistema moderno de ventanilla única de exportación, fomentar clusters de exportación, reformar los puertos y aduanas, y apoyar el Plan Nacional de Competitividad. 

180. El sector privado también lleva a cabo actividades de promoción de las exportaciones, principalmente a través de la Asociación Dominicana de Exportadores (ADOEXPO).  Estas actividades incluyen programas de capacitación técnica, jurídica y administrativa para los exportadores, la difusión de información comercial y oportunidades de mercado, y la promoción ante las autoridades gubernamentales de condiciones favorables al desarrollo de las exportaciones tales como los incentivos fiscales, el acceso al financiamiento y la reducción de los costos de transacción de las operaciones.

4) Otras Medidas que Afectan a la Producción y el Comercio

i) Establecimiento y tributación de empresas

181. El establecimiento de empresas en la República Dominicana se rige fundamentalmente por el Código de Comercio de 1884 y sus modificaciones.  Otras leyes relacionadas con diversos aspectos de la creación de empresas son la Ley de Inversión Extranjera (N° 16-95), la Ley de Propiedad Industrial (N° 20-00), la Ley del Registro Mercantil (N° 03-02), el Código Tributario (Ley N° 11-92) y sus modificaciones, la Ley de la Dirección General de Impuestos Internos (N° 227-06) y la Ley sobre Competitividad e Innovación Industrial (N° 392-07).

182. El Código de Comercio permite la creación de diversos tipos de empresas:  sociedades por acciones, sociedades civiles, sociedades en nombre colectivo, sociedades en comandita, sociedades en comandita por acciones y sociedades en participación.  La forma más común de organización comercial es la de sociedades por acciones.
  Según el Artículo 56 del Código de Comercio, para constituir una sociedad por acciones se requieren como mínimo siete accionistas, que pueden ser dominicanos o extranjeros, personas físicas o morales.  Con excepción de las actividades de banca y seguros, las reglas de capitalización son bastante flexibles:  no se exige un capital mínimo, sino que las empresas pueden financiarse sobre la base de la proporción deuda/patrimonio que deseen.  Un Proyecto de Ley de Sociedades Comerciales y Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada, que incluye nuevos tipos de sociedades como las unipersonales y las de responsabilidad limitada, había sido aprobado por el Senado y se encontraba en estudio en la Cámara de Diputados a mediados de 2008.

183. A partir de julio de 2003, para constituir una sociedad por acciones en la que el accionista mayoritario sea una empresa extranjera, además de la documentación normalmente exigida
, deben someterse los siguientes documentos:  un certificado de incorporación de la empresa accionista extranjera expedido por la autoridad correspondiente de su país de origen y legalizada ante el Cónsul dominicano en ese país y una copia del documento mediante el que se otorga a la persona responsable la representación legal en la República Dominicana de la empresa accionista extranjera.

184. Las empresas extranjeras pueden operar en territorio dominicano a través de una oficina de representación comercial, una subsidiaria, una sucursal o un consorcio (ésta última figura se utiliza para ejecutar proyectos en los que participa el Gobierno Dominicano).  Salvo en el caso de los sectores de la banca y los seguros (véase el Capítulo IV 5) iii)), en la mayoría de las actividades económicas la fijación del domicilio legal en la República Dominicana no es un requisito obligatorio para operar, aunque en la práctica las empresas optan frecuentemente por este procedimiento.  Las subsidiarias y sucursales de empresas extranjeras reciben el mismo tratamiento fiscal que las empresas dominicanas.

185. En general, el proceso de constitución de una empresa incluye los siguientes pasos:  registro del nombre comercial de la empresa ante la Oficina Nacional de la Propiedad Industrial
;  pago del impuesto de constitución de compañías
;  obtención del registro mercantil ante la Cámara de Comercio y Producción de su jurisdicción
;  trámite del Registro Nacional de Contribuyentes ante la Dirección General de Impuestos Internos
;  registro de los empleados locales ante la Secretaría de Estado del Trabajo y el Consejo Nacional de Seguridad Social.  Cuando proceda, se requiere además un registro sanitario ante la SESPAS y un permiso ambiental de la SEMARENA
 y, en el caso de empresas industriales, un registro ante el Centro de Desarrollo y Competitividad Industrial.

186. El tiempo aproximado de constitución de una empresa fluctúa entre 2 y 3 semanas y los gastos varían en función del capital social de la empresa que sirve de base para determinar los impuestos de capital y la tarifa de inscripción al registro mercantil.  Un estudio del Banco Mundial indica que, en 2007, para establecer una sociedad por acciones en Santo Domingo se requerían 22 días (73 días en 2006) y se incurría en un costo equivalente al 31,1 por ciento del INB per cápita.

187. Con objeto de agilizar los trámites para la creación de empresas, en febrero de 2008 el Consejo Nacional de Competitividad introdujo un sistema virtual de Atención Integral denominado "Crea Tu Empresa" que permite a los emprendedores constituir una empresa a través de Internet.
  Su objetivo es reducir a 78 horas el tiempo requerido para crear una empresa en la República Dominicana, eliminando trámites y visitas a cada una de las instituciones vinculadas con el proceso, con excepción de la Cámara de Comercio que exige aún el depósito de los documentos originales. Según datos de las autoridades, a mayo de 2008 se habían registrado más de 1.900 usuarios a la página del portal y se habían creado 35 nuevas empresas.  El sistema sólo opera para empresas domiciliadas en la ciudad de Santo Domingo, pero se piensa extenderlo al resto del país.

188. El sistema tributario de la República Dominicana se aplica esencialmente sobre una base territorial, es decir, el ingreso de las empresas o personas físicas derivado de actividades económicas realizadas en territorio dominicano, o de propiedades situadas o utilizadas con fines económicos en el país, se gravan en la República Dominicana, independientemente de la nacionalidad, domicilio o residencia de las personas que tomaron parte en las operaciones.  La Dirección General de Impuestos Internos (DGII) es responsable del cobro de los impuestos y de la aplicación de las leyes fiscales.

189. Entre los principales impuestos aplicados a las empresas en la República Dominicana figuran el Impuesto sobre la Renta (ISR), el Impuesto sobre los Activos, el Impuesto sobre la Constitución de Compañías y el Impuesto sobre la Propiedad Inmobiliaria.  También se aplican retenciones a la fuente por pagos a no residentes de dividendos, intereses y regalías de origen dominicano (cuadro III.4).  

Cuadro III.4

Principales impuestos aplicados a las empresas y personas físicas que realicen actividades comerciales e industriales

	Impuesto 
	Marco legal y descripción
	Tasas (%)

	Impuesto sobre la renta 
	Ley N° 11-92 de 31 de mayo de 1992 y sus modificaciones;  Ley N° 172-07 de 17 de julio 2007.  El ISR grava toda renta, ingreso, utilidad o beneficio, incluyendo las ganancias de capital, obtenido por personas físicas y jurídicas residentes en el país.  El impuesto se paga sobre las rentas de fuentes dominicanas, así como de fuentes extranjeras provenientes de inversiones y ganancias por operaciones financieras.  Los empleadores están obligados a retener e ingresar a la administración tributaria un porcentaje del salario de sus trabajadores de acuerdo con la Tabla de Retención de Asalariados aprobada cada año por las autoridades fiscales.
	25% sobre los ingresos netos de las empresas;  y 
15-25% sobre los ingresos netos de personas físicas 

	Impuesto sobre activos 
	Ley N° 11-92 de 31 de mayo de 1992 y sus modificaciones;  Ley N° 557-05 de 13 de diciembre de 2005.  El impuesto se aplica sobre los activos de las personas jurídicas o físicas con negocios de único dueño.  Se grava el valor total de los activos (incluyendo los inmuebles) que figuran en el balance general del contribuyente, no ajustados por inflación, luego de aplicar las deducciones por depreciación, amortización y provisión de cuentas incobrables.  Se excluyen las inversiones en acciones en otras compañías, los terrenos en zonas rurales, los inmuebles de las explotaciones agropecuarias y los impuestos adelantados o anticipos.
	1% sobre los activos

	Impuesto sobre la constitución de compañías
	Ley N° 11-92 de 31 de mayo de 1992, modificada por la Ley N°173-07.  La constitución de sociedades por acciones, sociedades anónimas y sociedades en comandita por acciones, está sujeta a un impuesto determinado en función del capital autorizado de las empresas.  Los aumentos de capital pagan el impuesto con esa misma tasa. 
	1% del capital social autorizado, pero no inferior a RD$1.000 (unos 30 dólares EE.UU.)

	Retenciones a la fuente
	Ley N° 11-92 de 31 de mayo de 1992 y sus modificaciones.  Se aplican retenciones a la fuente sobre pagos al exterior de:  a) dividendos, b) intereses y c) regalías de fuente dominicana.  Las personas físicas o jurídicas que por estos conceptos paguen o acrediten a cuenta de personas no residentes o no domiciliadas en la República Dominicana deben retener e ingresar a la administración tributaria la tasa del impuesto correspondiente. 
	a) 25 %
b) pagos a no residentes 25%;  pagos a instituciones financieras 10%
c) 25%

	Impuesto a la propiedad inmobiliaria
	Ley N° 11-92 de 31 de mayo de 1992 y sus modificaciones.  Se gravan los bienes inmuebles destinados a actividades comerciales e industriales pertenecientes a personas físicas y jurídicas.  El impuesto se aplica sobre el valor total de los bienes inmuebles según se declara en los estados financieros de la empresa.
	1% sobre el valor de los bienes inmuebles

	Contribución a la Seguridad Social
	Ley N° 87-01 de 10 de mayo de 2001.  El empleador debe retener y pagar las contribuciones de sus empleados relativas a:  a) seguro contra riesgos de vejez y discapacidad (pensiones);  b) seguro familiar de salud;  y c) seguro contra riesgos laborales. 
	a) 2,88 

b) 3%

c) 1% - 1,6% del salario de los empleados


Fuente:
Secretaría de Estado de Hacienda

ii) Política de competencia y fijación de precios

190. En enero de 2008 promulgó la Ley General de Defensa de la Competencia con objeto de fortalecer el marco jurídico-institucional para promover la competencia.  Hasta entonces, la protección de la competencia era limitada y se encontraba dispersa en varios instrumentos jurídicos.  La nueva Ley podría constituir un paso importante para promover la eficiencia del mercado dominicano dado su elevado nivel de concentración.  La República Dominicana aplica controles de precios a la energía eléctrica y a ciertos productos agrícolas (ver el capítulo IV 2) y 3)).  Los precios de los hidrocarburos están sujetos a una fórmula y varían en función de las fluctuaciones en el mercado internacional.

b) Política de competencia
191. La Constitución de la República Dominicana (Artículo 8) consagra la libertad de empresa, comercio e industria y prohíbe los monopolios, salvo los estatales que deben ser autorizados por ley.  Los Artículos 419 y 420 del Código Penal imponen penas en los casos donde la libre empresa o la competencia se vean amenazadas por la fijación de precios, la diseminación de rumores o la colusión entre ejecutivos de empresas.  La Ley de Propiedad Industrial y la Ley de Derechos de Autor tipifican diversos actos de competencia desleal relacionados con la propiedad intelectual.  La Ley N° 358-05 (Defensa al Consumidor) protege los intereses económicos de los consumidores contra prácticas discriminatorias o abusivas por parte de los proveedores de bienes y servicios.  Además, existen leyes sectoriales que abordan el tema de la competencia en las actividades reguladas:  telecomunicaciones, electricidad, banca, seguros y valores.  

192. Un estudio reciente, publicado con anterioridad a la promulgación de la nueva ley dominicana sobre competencia, señalaba el elevado nivel de concentración del mercado de la República Dominicana.  Según el estudio, esto se debía a los altos costos de entrada, la debilidad de las políticas contra las prácticas anticompetitivas, el insuficiente control de la corrupción y de la observancia de las leyes, así como los privilegios otorgados a determinados sectores y empresas que creaban un entorno en donde las expectativas de los negocios se basaban en relaciones personales y familiares y no en la estabilidad de los contratos.
  Si bien el tamaño limitado del mercado dominicano podría hacer imposible la existencia de numerosos competidores, el estudio abogaba por la necesidad de adoptar una ley de competencia para evitar las conductas abusivas de posición dominante y promover la eficiencia del mercado.

193. Un instrumento que ha sido considerado como una limitante a la competencia en el mercado dominicano es la Ley sobre Protección a los Agentes Importadores de Mercaderías y Productos (Ley N° 173 de 1966).  Esta Ley se aplica a toda relación contractual registrada en el Banco Central, entre un concedente y un concesionario para la distribución de determinados productos y servicios en la República Dominicana, estableciendo indemnizaciones a favor del concesionario por la terminación del contrato por parte del concedente.  Esta disposición incrementa el costo de cambiar de distribuidor y podría afectar el acceso al mercado de la distribución y su consiguiente expansión.
  

194. La Ley sobre la Implementación del DR-CAFTA (N° 424-06 de noviembre 2006), establece que la Ley N° 173 no se aplicará a ningún contrato firmado por un proveedor de Estados Unidos a partir de la entrada en vigor del DR-CAFTA, a menos que el contrato especifique que se rige por las disposiciones de la referida ley.  Para los contratos con proveedores de los demás países del DR-CAFTA y del resto del mundo, la Ley N° 173 sigue vigente.

195. Después de un largo debate para alcanzar el consenso, a fines de 2007 se aprobó la Ley General de Defensa de la Competencia que fue promulgada el 16 de enero de 2008 (Ley N° 42-08).  La Ley crea la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia (CNDC o ProCompetencia), organismo descentralizado con independencia administrativa, técnica y financiera, que será responsable de la aplicación de la política y la legislación de competencia.  El Consejo Directivo de ProCompetencia estará integrado por cinco miembros nombrados por el Congreso Nacional y propuestos por el Ejecutivo.  La Ley N° 42-08 entrará en vigor inmediatamente después de ser nombrados los miembros del Consejo Directivo de la CNDC.  A mediados de 2008 se estaba trabajando en su integración y se esperaba que la Ley entrara en vigor en 2009, después de un periodo de capacitación del personal.  

196. La Ley N° 42-08 tiene por objeto promover y defender la competencia efectiva para incrementar la eficiencia en los mercados de bienes y servicios en beneficio de los consumidores.  Se aplica a todas las personas físicas o jurídicas de derecho público o privado, nacionales o extranjeras, y a los actos, contratos y disposiciones administrativas que tengan por efecto restringir la competencia.  La Ley es aplicable de manera principal a todas las actividades económicas y de manera supletoria a las actividades reguladas por leyes sectoriales que contengan disposiciones sobre competencia. 

197. Con arreglo a la nueva Ley se prohíben las prácticas concertadas y acuerdos anticompetitivos expresos o tácitos que impongan injustificadamente barreras en el mercado, tales como:  fijación de precios, colusión en licitaciones públicas, repartición del mercado, y limitaciones a la producción.  Se establecen además criterios para determinar cuándo una conducta debe considerarse anticompetitiva, permitiendo excepciones cuando de ésta se derive una mayor eficiencia económica, innovación o inversión productiva.  La Ley también prohíbe el abuso de posición dominante, aunque aclara que la obtención o incremento de una posición dominante en el mercado, por sí sola, no constituye una violación.  La Ley establece también los criterios para determinar el mercado relevante.  

198. A diferencia de las leyes de los sectores regulados (telecomunicaciones, electricidad, banca, seguros y valores), la Ley N° 42-08 no contiene disposiciones sobre el control de fusiones ni exige autorización previa para la realización de fusiones o integraciones empresariales. 

199. La CNDC está facultada para revisar los actos jurídicos estatales contrarios a la libre competencia y dirigir informes públicos a las autoridades respectivas, sugiriendo medidas correctivas.  También tiene facultad para examinar los efectos sobre la competencia de los subsidios y otras ayudas estatales otorgadas a empresas públicas o privadas, y para solicitar su supresión o modificación.

200. El procedimiento para investigar y sancionar los actos prohibidos por la Ley está a cargo de la Dirección Ejecutiva de la CNDC, que puede actuar de oficio o a petición de parte.  Cualquier persona con interés legítimo puede presentar denuncias motivadas de presuntas violaciones a la Ley.  La CNDC resuelve si se han presentado prácticas ilegales y, en su caso, puede ordenar su cesación dentro de un plazo determinado y la imposición de multas.  La CNDC está autorizada a imponer medidas cautelares como la cesación del presunto acto dañino a la competencia y el depósito de una fianza para responder por los daños.  Sin perjuicio de las sanciones penales y civiles, la CNDC puede aplicar sanciones pecuniarias que varían según la gravedad de la infracción.  

201. La República Dominicana no cuenta con acuerdos de colaboración con otros países en materia de competencia, aunque ha asumido compromisos en esta esfera en el marco de sus acuerdos de libre comercio.  Por ejemplo, el acuerdo con el MCCA prevé obligaciones específicas respecto del mantenimiento de la competencia efectiva en los mercados, en tanto que el acuerdo con la CARICOM establece la obligación de los Estados de aplicar un régimen de competencia de amplio alcance.  El acuerdo con la UE contempla la inclusión ulterior de disposiciones sobre política de competencia (véase también el capítulo II 4)).  El DR-CAFTA, si bien no contiene un capítulo específico sobre política de competencia, establece la obligación de las partes de promover condiciones de competencia justa en el área de libre comercio.  

c) Control de precios

202. A mediados de 2008 la República Dominicana aplicaba controles de precios a las tarifas de energía eléctrica (Capítulo IV 3)), a los hidrocarburos, así como a ciertos productos agrícolas (ver el Capítulo IV 2)). 

203. Conforme a la Ley N° 112-00 y su Reglamento de Aplicación (N° 307-01), los precios de los hidrocarburos se fijan semanalmente para evitar márgenes de comercialización abusivos.  Estos precios son calculados con base en el Precio de Paridad de Importación (PPI) que toma como referencia el precio internacional de los productos refinados publicados en la Bolsa de Precios US Market Scan Gulf Coast, la tasa de cambio oficial promedio del Banco Central de la República Dominicana y otros elementos de costo que participan en la importación (tales como impuestos y costos financieros).  

204. Los márgenes de comercialización son establecidos mediante resoluciones de la SEIC y se adicionan al PPI para obtener el precio de expendio al público.  Estos márgenes se calculan para cada uno de los estratos de la cadena de comercialización de hidrocarburos (importadores, distribuidores, detallistas y transportistas) mediante un análisis de ingresos y costos que efectúa la SEIC junto con la Secretaría de Estado de Hacienda.  Los precios se publican en la página de Internet de la SEIC.

205. La Ley Nº 13, de 27 de abril de 1963, que permitía los controles de precios sobre ciertos artículos y servicios básicos para proteger al consumidor, fue derogada por la Ley N° 358-05.  
iii) Incentivos

206. La República Dominicana introdujo nuevos incentivos fiscales en 2007 para promover la competitividad de la industria local y equiparar los incentivos otorgados bajo los regímenes de fomento a la exportación (véase la sección 3) iv) supra).  Los nuevos incentivos se suman a otros programas de asistencia a las pequeñas y medianas empresas, la investigación y la innovación tecnológica y el desarrollo regional.  Estos programas consisten esencialmente en incentivos fiscales, financiamiento a tasas preferenciales, asistencia técnica y apoyo a la investigación.  No existen estimaciones comprehensivas sobre los beneficios económicos netos de los programas en vigor pero sería importante llevarlas a cabo para identificar aquellos programas cuyos beneficios justifican su costo fiscal.
b) Incentivos fiscales para promover la competitividad e integración de la industria nacional

207. En diciembre de 2007 se promulgó la Ley sobre Competitividad e Innovación Industrial (Ley N° 392-07) que tiene por objeto promover el desarrollo de la industria manufacturera mediante programas de apoyo que estimulen la renovación y la innovación industrial, los encadenamientos productivos y la vinculación con los mercados internacionales.  La Ley creó el Centro de Desarrollo y Competitividad Industrial (PROINDUSTRIA) que sustituye a la Corporación de Fomento Industrial (CFI) como órgano rector del sector industrial con participación pública y privada.  A mediados de 2008, aún no se había publicado el Reglamento de Aplicación de la Ley N° 392-07, sin embargo se habían emitido normativas de la DGII y resoluciones de carácter temporal del Consejo de PROINDUSTRIA para comenzar a aplicar la ley.  

208. La Ley N° 392-07 contempla diversos incentivos para fomentar la renovación industrial y los encadenamientos entre industrias.  Las empresas deben ser calificadas para recibir tales incentivos.  Mediante una Resolución del Consejo de PROINDUSTRIA (N° 01-2008 de febrero de 2008) se establecieron los requisitos para solicitar la calificación, que incluyen, entre otros, ser una empresa formalmente constituida, operar en la industria manufacturera, estar al corriente de sus compromisos fiscales y suministrar diversos documentos e información sobre sus actividades.
  A junio de 2008, aproximadamente 100 empresas habían obtenido su calificación.
  

209. Con objeto de promover la modernización industrial, durante cinco años a partir de la entrada en vigor de la Ley, las empresas calificadas podrán depreciar de forma acelerada el valor de la maquinaria, equipo y tecnología adquiridos.  Además, podrán deducir, hasta el 50 por ciento de la renta neta imponible del ejercicio fiscal del año anterior, las inversiones realizadas en la compra de maquinaria, equipo y tecnología, y los activos fijos así adquiridos no serán considerados como parte de la base imponible del impuesto a los activos.  Asimismo, las empresas acogidas a esta Ley están exentas de la obligación de retener el ISR de las personas físicas o jurídicas extranjeras que les brinden servicios profesionales relacionados con la innovación y el desarrollo tecnológico.
210. La Ley N° 392-07 busca fomentar la integración de cadenas productivas mediante la creación de parques industriales que agrupan a las empresas por tipo de actividad.  Las empresas autorizadas para desarrollar un parque industrial quedan exoneradas totalmente del pago de impuestos nacionales y municipales relacionados con los permisos de construcción y de los impuestos de importación y otros gravámenes, incluyendo el ITBIS, sobre los equipos, materiales y muebles necesarios para poner en operación el parque industrial;  esta exención se aplica también a los bienes adquiridos en el mercado local para los mismos fines.  Dichos incentivos se otorgan para la puesta en marcha de los proyectos y se suspenden automáticamente una vez iniciadas las operaciones.  La Ley promueve también la creación de distritos industriales, definidos como conjuntos de dos o más parques industriales de PYMES, zonas francas o de industria en general, así como la creación de clusters.
  

211. A fin de expeditar los procedimientos de comercio, la Ley N° 392-07 dispone un régimen aduanero especial para las empresas calificadas, así como la exención del cobro del ITBIS en la DGA sobre las materias primas, maquinarias industriales y bienes de capital para una amplia categoría de mercancías listadas en la Ley sobre Reforma Tributaria (N° 557-05) de diciembre de 2005.  Además, con objeto de otorgar a las industrias calificadas incentivos equivalentes a los previstos en el régimen de zonas francas y otros regímenes especiales, se establece que las facilidades para la compra de productos extranjeros, tales como la exención de aranceles, del ISC y del ITBIS previstas en dichos regímenes de incentivos, se aplicarán de forma idéntica a la compra de bienes fungibles
 producidos localmente.

212. Adicionalmente, la Ley N° 392-07 prevé la creación de un fondo de garantía para los créditos concedidos por intermediarios financieros, incluyendo PROINDUSTRIA, a fin de cubrir las pérdidas que puedan enfrentar en su cartera de pequeña y mediana empresa.  El fondo entrará en operación dentro de un plazo de un año a partir de la publicación de la Ley.

213. Según estimaciones preliminares de las autoridades, el costo fiscal asociado a los beneficios de la Ley N° 392-07 oscilará entre RD$4.380 y RD$13.866 millones (entre 129 y 407 millones de dólares EE.UU.), lo que equivale a entre el 0,43 y el 1,35 por ciento del PIB de 2006.  Las autoridades aclararon que estas estimaciones contemplan el impacto fiscal de cerca de 20 mecanismos previstos por la Ley y que, a mediados de 2008, sólo se estaba aplicando el beneficio del no cobro del ITBIS al momento de la importación para ciertos productos, por lo que el impacto fiscal real era mucho menor.

214. El Consejo Nacional de la Competitividad (CNC), creado en noviembre de 2001 y ratificado mediante la Ley N° 1-06 de enero de 2006, tiene como función formular e implementar estrategias para desarrollar la competitividad de los sectores clave de la economía dominicana, a saber, la agroindustria, la manufactura, las zonas francas, el turismo y las PYMEs.  El CNC opera mediante comités de acción sectorial, integrados por representantes del sector público y privado, quienes realizan diagnósticos y diseñan las estrategias de competitividad sectoriales.
  El CNC, a través del Fondo Nacional de Competitividad (FONDEC), apoya dichas estrategias mediante asistencia técnica especializada y recursos financieros, principalmente encaminados a la creación de clusters.  Asimismo, el CNC ofrece apoyo a las iniciativas orientadas a mejorar el clima de negocios.

c) Apoyos para el desarrollo de las micro, pequeñas y medianas empresas

215. La República Dominicana fomenta el desarrollo de las micro, pequeñas y medianas empresas (MPYMEs) a través de apoyos financieros, capacitación y asistencia técnica.  El Consejo Nacional de Promoción y Apoyo a la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, dependiente de la SEIC, es responsable de la formulación y coordinación de la política en esta esfera y administra el PROMIPYME, uno de los principales programas de fomento a las empresas pequeñas.  PROMIPYME brinda apoyo integral, financiero y no financiero;  sus servicios incluyen préstamos comerciales para capital de trabajo, para la construcción y ampliación de edificaciones y para la adquisición de maquinaria, equipo y vehículos empresariales.  Además ofrece servicios de asistencia técnica, capacitación gerencial y asesoría a las empresas.

216. Los préstamos de PROMIPYME se otorgan a las empresas industriales, agroindustriales, comerciales y de servicios.  El monto máximo de crédito es RD$3 millones (88.235 dólares EE.UU.);  los plazos van desde 6 hasta 60 meses, y las tasas de interés anual son de un 8 por ciento para la industria y la agroindustria, un 12 por ciento para el sector comercio y un 13,5 por ciento para los servicios.
  A fines de marzo de 2008, las tasas de interés activas promedio de los bancos comerciales para créditos de hasta 90 días y de 91 a 180 días eran del 13,38 por ciento y del 14,68 por ciento, respectivamente.  Las autoridades han explicado que las tasas de interés de PROMIPYME son subsidiadas por el Gobierno con el propósito de reactivar al sector de las MIPYMEs, promover el empleo y mejorar la capacidad productiva, particularmente en el sector industrial y agroindustrial.

217. Los fondos se canalizan a los empresarios mediante las Instituciones Financieras Intermediarias (IFIs), bajo la modalidad de Segundo Piso, así como a través de la plataforma financiera del Banco de Reservas bajo la modalidad de Primer Piso.  Además, en 2007 se abrió una ventanilla de créditos que maneja directamente PROMIPYME.  Durante el periodo 2002-07, PROMIPYME otorgó financiamiento a 39.486 empresas por un monto de RD$4.468 millones (unos 131,4 millones de dólares EE.UU.), distribuido entre los sectores como sigue:  comercio (59 por ciento), industria y agroindustria (22 por ciento) y servicios (19 por ciento).
  

218. PROMIPYME se financia principalmente con recursos provenientes de la recuperación de capital de su cartera de créditos, con asignaciones del presupuesto nacional, así como con recursos de otras instituciones públicas como el Fondo Patrimonial de las Empresas Reformadas y el Banco de Reservas;  también recibe financiamiento de fuentes externas como la Agencia Española de Cooperación Internacional y donaciones del Taipei Chino. 

d) Asistencia para la investigación y desarrollo

219. El Instituto de Innovación en Biotecnología e Industria (IIBI), creado en 2005 (Decreto N° 58-05), se encarga de realizar investigación científica y fomentar la innovación tecnológica para su aplicación en áreas económicas con potencial de crecimiento.  Ofrece apoyo a las empresas en sus procesos de reconversión y modernización mediante servicios de información, capacitación de recursos humanos, desarrollo tecnológico y consultoría.  El IIBI sirve tanto a las MPYMEs como a las grandes empresas en sectores tales como la industria de alimentos, textil, farmacéutica, cosméticos, agroindustria, ferretería y la industria del mueble.  El presupuesto del IIBI para 2008 fue de RD$86,7 millones (unos 2,5 millones de dólares EE.UU.).
  

220. El Instituto Dominicano de Investigaciones Agropecuarias y Forestales (IDIAF), creado por la Ley N° 289, es la principal institución dedicada a la investigación y desarrollo agropecuarios.  Su objetivo es elevar el nivel tecnológico y los ingresos de los productores mediante el incremento de la productividad, la reducción de los costos unitarios de producción y el valor agregado en las cadenas agroalimentarias.  El IDIAF ofrece capacitación, asistencia técnica y consultoría para la formulación de proyectos, entre otros servicios.  Su presupuesto para 2008 fue de RD$230,8 millones (unos 6,8 millones de dólares EE.UU.).

e) Otros apoyos e instrumentos

221. La República Dominicana mantiene diversos instrumentos destinados a fomentar el desarrollo regional, en particular el de la zona fronteriza, mediante incentivos arancelarios y fiscales.  La Ley N° 28-01 (febrero de 2001) establece exoneraciones de impuestos y aranceles a favor de las empresas instaladas en siete provincias fronterizas.
  Estas empresas gozan de la exención de todos los aranceles e impuestos y la reducción del 50 por ciento en los derechos de libertad de tránsito y uso de puertos y aeropuertos.  Las exenciones de impuestos y los descuentos de derechos se conceden por un periodo de 20 años a partir del inicio de operaciones de la empresa, pero no más allá de 2026.  Las exenciones arancelarias se otorgan hasta 2021, independientemente del año en que la empresa haya iniciado sus operaciones.  El Consejo de Coordinación de la Zona Especial de Desarrollo Fronterizo se encarga de aprobar la instalación de las empresas que se acogen a este régimen.  Un estudio reciente del Gobierno dominicano estima el costo fiscal asociado a la aplicación de la Ley sobre Desarrollo Fronterizo en RD$425,4 millones para 2008 (unos 12,5 millones de dólares EE.UU.)
, equivalente al 0,18 por ciento del ingreso tributario proyectado para 2008.

222. La Ley de Fomento al Desarrollo Turístico (N° 158-01) de 2001 y su modificación (Ley N° 184-02 de noviembre de 2002) tiene por objeto promover el desarrollo del turismo en regiones prioritarias (véase el capítulo IV 5) vii)).  Según un estudio de las autoridades dominicanas, el costo fiscal de la implementación de la Ley de Fomento al Desarrollo Turístico se estima en RD$1.066 millones (31,4 millones de dólares EE.UU.)
, lo que equivale al 0,46 por ciento del ingreso tributario proyectado para 2008. 
223. Otros instrumentos destinados a promover el desarrollo industrial en determinadas zonas geográficas incluyen el Decreto N° 947-01 de septiembre de 2001 que creó Parques Mineros Industriales en 10 regiones del país, y la Ley N° 117-01 que estableció la Zona Internacional de Libre Comercio, Industrial y Financiera de San Pedro de Macorís como territorio aduanero separado y con administración propia.  Las autoridades han señalado que hasta mediados de 2008 ninguna empresa se había acogido a estos instrumentos.

iv) Empresas de propiedad del Estado y privatización

224. De acuerdo con las autoridades, en la República Dominicana no existen empresas públicas con el derecho exclusivo de dedicarse al comercio exterior, aunque esto no ha sido notificado formalmente a la OMC.  Las autoridades han indicado que las empresas estatales y aquellas con participación de capital público no tienen privilegios especiales y operan en competencia con el sector privado.

225. La reestructuración de las empresas estatales dominicanas se inició en 1997 con la promulgación de la Ley General de Reforma de la Empresa Pública (N° 141-97).  La Ley establece varias modalidades para la participación del capital privado:  la capitalización, el arrendamiento y la venta de activos.  La principal modalidad es la capitalización, en virtud de la cual el inversionista privado aporta un capital igual al valor de la empresa y el Estado mantiene el 50 por ciento de las acciones.  La Comisión de Reforma de la Empresa Pública (CREP), creada por la Ley N° 141-97 y adscrita a la Presidencia de la República, es la entidad responsable de la conducción y dirección del proceso de reforma de las empresas estatales.  

226. Todas las empresas sujetas a la Ley N° 141-97 fueron sometidas a procesos de reforma que en su mayoría se efectuaron entre 1998 y 2000.  Según han indicado las autoridades, a partir de agosto de 2000, varios factores de índole política retrasaron los procesos que no habían culminado, los cuales fueron finalmente cancelados por falta de interés en el mercado.  

227. Durante el periodo examinado, el proceso de reforma de las empresas estatales ha consistido principalmente en la venta de activos y en la toma de decisiones de carácter institucional que involucran a las siguientes empresas:  Industria Nacional del Vidrio (FAVIDRIO), Pinturas Dominicanas (PIDOCA), Industria Nacional del Papel (INDUSPAPEL) y Compañía Dominicana de Aviación (CDA).  Según datos proporcionados por las autoridades, durante el periodo examinado, los ingresos generados por las ventas de activos relacionados con estas empresas ascendieron a cerca de RD$5.9 millones (unos 170.000 dólares EE.UU.). 

228. Algunas empresas de la Corporación Dominicana de Empresas Estatales (CORDE), que solía agrupar a las empresas públicas manufactureras, quedaron fuera del proceso de reforma o bien éste no logró culminarse.  La CREP determinó que estas empresas no ofrecían atractivos para su capitalización o arrendamiento, ya que carecían de activos y no tenían operación comercial, por lo que fueron declaradas de utilidad pública y se disolvieron.  Siguen en manos del Estado las empresas de abastecimiento de agua y de saneamiento de las ciudades de Santo Domingo y Santiago, así como el Banco de Reservas, el Banco Agrícola y la empresa de Radio Televisión Dominicana.  

229. Durante el periodo objeto de examen, el Gobierno dominicano otorgó concesiones al sector privado para la operación de algunos puertos y aeropuertos (véase el capítulo IV 5) v)).
v) Contratación pública

230. La República Dominicana no es signataria del Acuerdo Plurilateral de Contratación Pública de la OMC ni participa como observador en el Comité correspondiente, si bien ha adoptado compromisos en esta esfera en el marco de acuerdos preferenciales.  En 2006 la República Dominicana adoptó una nueva ley que rige, con algunas excepciones, los procedimientos de contratación pública de bienes, servicios, obras y concesiones del Estado.  El nuevo marco legal no discrimina entre productos/servicios o proveedores en función de la nacionalidad, pero sujeta la participación de extranjeros en la contratación de obra pública al requisito de asociación con proveedores locales.  No existen estadísticas oficiales sobre las adjudicaciones realizadas por método de contratación, pero otros datos indican que la gran mayoría de las operaciones se adjudicaban de manera directa con anterioridad a la aplicación de la nueva ley.
231. En el marco de este examen, las autoridades de la República Dominicana han indicado que la adhesión al Acuerdo Plurilateral de Contratación Pública de la OMC no figura en su agenda presente y que desearían contar con información estadística que les permita evaluar las ventajas de este acuerdo para los países en desarrollo.
232. De acuerdo con datos suministrados por las autoridades, la contratación del sector público dominicano, incluyendo al Gobierno Central y al sector descentralizado y autónomo, ascendió a RD$28.202 millones (unos 1.603 millones de dólares EE.UU.) en 2002.  En 2006, último año para el que se tienen cifras completas, la contratación pública total alcanzó RD$86.496 millones (unos 2.597 millones de dólares EE.UU.), equivalente al 7,3 por ciento del PIB, de los cuales el 55 por ciento correspondió al Gobierno Central y el 45 por ciento al sector descentralizado y autónomo.  Cifras preliminares para 2007 indican que la contratación pública del Gobierno Central fue de RD$57.169 millones (cerca de 1.724 millones de dólares EE.UU.), correspondiendo el 53 por ciento a bienes y servicios, el 4,5 por ciento a maquinaria y equipo, y el 42,8 por ciento a la construcción.  No se cuenta aún con los datos del sector autónomo y descentralizado para 2007.   
233. La Secretaría de Estado de la Presidencia, de la cual dependen numerosas comisiones y organismos, es la entidad más importante en términos de la magnitud de las adquisiciones, habiendo representado el 31 por ciento de las compras y contrataciones del Gobierno Central en 2006.  Otras entidades compradoras importantes son las Secretarías de Estado de Salud Pública y Asistencia Social, de Educación, de Hacienda y las Fuerzas Armadas.  

234. Un estudio conjunto del Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), previo a la introducción de la nueva legislación dominicana en esta esfera, señalaba las debilidades institucionales y reglamentarias en la gestión de la contratación pública en la República Dominicana, en particular la dispersión y obsolescencia de las normas, el amplio margen de discreción, la falta de transparencia y la carencia de un mecanismo de monitoreo.  En consecuencia, recomendaba la adopción de un nuevo marco legal de contratación pública que promoviese la transparencia, la eficiencia y la calidad, conforme a las mejores prácticas internacionales, así como el establecimiento de una unidad reguladora de la contratación pública dentro de la Secretaría de Estado de Hacienda.

235. En agosto de 2006 la República Dominicana promulgó la Ley N° 340-06 sobre Contratación Pública de Bienes, Obras y Concesiones, la cual fue modificada por la Ley N° 449-06 de 6 de diciembre de 2006.  El Reglamento de Compras y Contrataciones de Bienes, Servicios y Obras (N° 490-07) fue publicado en agosto de 2007.
  La Ley N° 322 de 1981 sobre la participación de empresas extranjeras en obras del Estado quedó incorporada a la Ley N° 340-06 (ver infra).  Estos instrumentos están disponibles al público en el sitio Internet de la Secretaría de Estado de Hacienda
. 

236. La Ley N° 340-06 introduce los principios de eficiencia, libre competencia, economía, equidad y transparencia, y establece normas que rigen la contratación pública de bienes, obras, servicios y concesiones del Estado.  Su ámbito de aplicación incluye a todos los organismos del sector público, a saber, el Gobierno Central, las instituciones descentralizadas y autónomas (financieras y no financieras), las instituciones de seguridad social, los ayuntamientos de los municipios y del Distrito Nacional, las empresas públicas y cualquier entidad que realice contrataciones con fondos públicos.  

237. La legislación prevé varios métodos de contratación.  La licitación pública que se realiza mediante convocatoria pública y obligatoria a un número indeterminado de interesados, puede ser nacional o internacional.  Una licitación pública es internacional en los siguientes casos:  (i) cuando la contratación está cubierta por un tratado internacional, (ii) cuando los oferentes nacionales no tienen suficiente capacidad para proveer los bienes o servicios, o ejecutar las obras requeridos, o (iii) cuando se haya declarado previamente desierta una licitación pública nacional.
  

238. La licitación restringida consiste en la invitación a participar a un mínimo de cinco proveedores, cuando por la especialidad de los bienes o servicios a adquirir, o la obra a ejecutar, sólo pueda obtenerse un número limitado de participantes.  Otros métodos incluyen el sorteo de obras (adjudicación aleatoria de contratos de obras sujetas a diseño y precio predeterminados), la comparación de precios (bienes comunes, servicios y obras menores) y la subasta inversa (compras de bienes comunes por medios electrónicos en las que la adjudicación se hace a la propuesta de menor precio).
  Existe además un procedimiento simplificado para las compras menores.  Para concesiones de obras, la licitación pública nacional o internacional es el único método de contratación.

239. La Ley establece umbrales para determinar el método que se ha de aplicar a una contratación particular, los cuales se actualizan anualmente.
  En 2008, los umbrales aplicables eran el equivalente en pesos dominicanos de los siguientes montos:  
Cuadro III.5
Umbrales para la determinación del método de contratación, 2008.

($EE.UU., tasa de cambio RD$ 33.90 = $EE.UU. 1.00, enero de 2008) 

	
	Obras
	Bienes
	Servicios

	Licitación pública
	 4.348.967
	72.028
	72.028

	Licitación restringida
	 1.812.065
	57.986
	57.986

	Sorteo de obras
	 1.087.227
	n.a.
	 n.a.

	Comparación de precios
	289.931
	  10.872
	10.872

	Compras menores
	n.a.
	1.450
	  1.450


n.a.
No se aplica.

Fuente:
Resolución de la Dirección General de Contrataciones Públicas de la Secretaría de Estado de Hacienda de 16 de enero de 2008.
240. Se excluyen de la aplicación de la Ley los procesos de contratación relacionados con acuerdos de préstamos con otros Estados u organismos internacionales, operaciones de crédito público, contratación de empleo público, compras de caja chica y las contrataciones entre entidades públicas.  Asimismo, se consideran casos de excepción los relacionados con razones de seguridad o emergencia nacional, las compras destinadas a promover el desarrollo de las MPYMEs, y la contratación de publicidad a través de medios de comunicación social, entre otros.

241. Las autoridades han indicado que no se cuenta con estadísticas sobre el número o valor de las compras por método de contratación.  Otros datos, previos a la aplicación de la nueva ley, indican que el 84 por ciento de las operaciones se adjudicaba de manera directa.
  

242. La Ley establece el criterio de centralización normativa y descentralización operativa, y designa a la Dirección General de Contrataciones Públicas (DGCP) de la Secretaría de Estado de Hacienda, como Órgano Rector de Contrataciones Públicas, responsable de verificar el cumplimiento de la ley, recomendar políticas en esta esfera, establecer la metodología para los planes anuales de compras y un Catálogo de Bienes y Servicios de uso común, entre otras funciones.

243. En las licitaciones públicas la convocatoria debe publicarse en las páginas de Internet de la DGCP y de la institución que convoca, y en al menos dos diarios de circulación nacional por el término de dos días.  El plazo entre la publicación y la fecha para la apertura de las ofertas no debe ser inferior a 30 días hábiles contados a partir del día siguiente de la última publicación.  En el caso de las licitaciones internacionales, deben disponerse avisos en publicaciones extranjeras.  La invitación a participar en las licitaciones restringidas debe publicarse en las páginas de Internet de la institución y de la DGCP, con 20 días hábiles de anticipación a la fecha fijada para la apertura de las ofertas.
  Las autoridades han indicado que en la práctica, los plazos previstos por la Ley para las licitaciones públicas y restringidas se aplican plenamente. 
244. La Ley N° 340-06 y su Reglamento prevén la creación del Registro de Proveedores del Estado administrado por la DGCP, en sustitución de los registros que mantenía anteriormente cada institución.  Los interesados en participar en una contratación deben estar inscritos en el Registro o presentar copia de su solicitud de inscripción ante la DGCP al momento de entregar su oferta.  Los requisitos para inscribirse son aplicables a todos los proveedores que participen en licitaciones públicas o restringidas, comparación de precios y sorteo de obras.
  Se puede solicitar inscripción en el Registro en cualquier momento y la DGCP debe dar una respuesta en 10 días hábiles.
  El Registro debe publicarse en el sitio Internet de la DGCP.

245. Las ofertas se abren en un acto público, en el que se dan a conocer los nombres de los oferentes, sus garantías y los precios de sus ofertas.  La adjudicación se hace a favor del oferente cuya propuesta cumpla con los requisitos previamente establecidos en el pliego de condiciones y sea calificada como la más conveniente para los intereses institucionales y del país, teniendo en cuenta el precio, la calidad y la idoneidad del oferente.  La adjudicación del contrato se notifica a todos los oferentes en un plazo de cinco días hábiles.  La entidad contratante debe facilitar a los oferentes que lo soliciten por escrito información pertinente a la evaluación de su oferta.  Las decisiones de adjudicación se publican en el sitio Internet de la DGCP.

246. La Ley N° 340-06 no prevé márgenes de preferencia a favor de las ofertas de los proveedores nacionales ni discrimina entre productos/servicios o proveedores en función de la nacionalidad.  Sin embargo, incorpora el requisito establecido por la Ley N° 322 de 1981, que exige que para participar en la contratación de obra pública los proveedores extranjeros deben asociarse con una empresa nacional o de capital mixto.  La participación del proveedor extranjero en dicha asociación no puede exceder de un 50 por ciento, pudiendo incrementarse hasta un 70 por ciento en función de la disponibilidad de capital dominicano.  Además, el 50 por ciento de los puestos gerenciales de la obra deben estar ocupados por dominicanos.

247. De conformidad con la Ley N° 340-06, un proveedor puede presentar un reclamo o impugnación en cualquier etapa de la contratación ante la entidad contratante, la cual está obligada a emitir una resolución en un plazo no mayor de 15 días hábiles.  Las resoluciones de la entidad contratante pueden ser apeladas ante la DGCP en un plazo de 10 días.  La DGCP tiene la facultad de tomar medidas precautorias, incluyendo la suspensión de la adjudicación o de la ejecución del contrato.  Las controversias no resueltas por esta vía se pueden someter al Tribunal Contencioso Administrativo o, por decisión de las partes, a arbitraje.  Las autoridades han indicado que desde la entrada en vigor de la Ley se han presentado tres impugnaciones que han sido resueltas por la DGCP, y que una de ellas resultó en la anulación de la adjudicación del contrato.   

248. La República Dominicana mantiene compromisos en materia de contratación pública en virtud de sus acuerdos de libre comercio.  En el marco del DR-CAFTA, los proveedores de Estados Unidos reciben trato nacional en las compras de bienes y servicios que realizan 22 entidades del Gobierno Central, 15 instituciones descentralizadas o autónomas y los Gobiernos de las Provincias.  En lo que respecta a los servicios de construcción, se mantiene el requisito de asociación con proveedores nacionales.  Este requisito se irá relajando progresivamente con miras a su posible eliminación, sujeta a acuerdo, al término de 15 años.  La República Dominicana excluyó los programas para las MPYMEs y programas de desarrollo social. 

249. La contratación pública entre la República Dominicana y los países centroamericanos se rige por las normas consignadas en un anexo del DR-CAFTA, que reflejan lo pactado previamente en el Acuerdo con el MCCA.  Se excluyen la construcción y la concesión de obra pública y se establecen listas bilaterales de entidades no cubiertas, con exclusiones recíprocas. 

vi) Protección a la propiedad intelectual

250. Durante el periodo bajo examen, la República Dominicana ha adoptado nuevas leyes con objeto de mejorar la protección de los derechos de propiedad intelectual y reforzar su observancia, en parte en el contexto de su adhesión al DR-CAFTA.  En algunos casos la legislación dominicana va más allá de las obligaciones del ADPIC, por ejemplo, en materia de derechos de autor y de propiedad industrial.

251. Las disposiciones del Acuerdo de la OMC sobre los Aspectos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC) han sido incorporadas a la legislación dominicana mediante la Ley sobre Propiedad Industrial (N° 20-00) de mayo de 2000 y su Reglamento de Aplicación (N  99-01 de junio de 2001), así como la Ley sobre Derecho de Autor (N° 65-00 de agosto de 2001) y su Reglamento de Aplicación (N° 362-01 de marzo de 2001).  Estos instrumentos fueron notificados a la OMC.
  La República Dominicana ha respondido a la lista de cuestiones sobre su sistema de observancia.
  La legislación, así como las respuestas en materia de observancia fueron examinadas por el Consejo de los ADPIC en agosto de 2001.  La República Dominicana ha notificado que su servicio de información en materia de derechos de propiedad intelectual es la SEIC.
 

252. Durante el periodo examinado, la República Dominicana ha efectuado modificaciones a su legislación de propiedad intelectual con el fin de modernizarla y adecuarla a sus compromisos internacionales, principalmente los contraídos en el DR-CAFTA.  Estos cambios se efectuaron mediante la Ley N° 424-06 de 20 de noviembre de 2006, que fue a su vez modificada por la Ley N  93-06 de 22 de diciembre de 2006 y por la Ley N° 2-07 de 8 de enero de 2007.  El 6 de diciembre de 2006 se promulgó la Ley sobre Protección de los Derechos de Obtentor de Variedades Vegetales (N° 450-06).  La notificación a la OMC de estas leyes está pendiente.

253. Entre los cambios introducidos por la Ley N° 424-06 en materia de propiedad industrial destacan la extensión de la vigencia de la patente cuando exista un retraso imputable a la autoridad, un plazo de protección de la información presentada para la aprobación de nuevos productos farmacéuticos (cinco años) y químicos agrícolas (diez años), la introducción de las marcas olfativas y sonoras, y nuevas disposiciones sobre medidas en frontera, incluyendo la obligación de la DGA de actuar de oficio para retener el despacho de mercancías falsificadas.  

254. En el área de derechos de autor, los principales cambios comprenden la extensión de la duración de los derechos de 50 a 70 años, aclaraciones de los derechos de los artistas intérpretes o ejecutantes y de los productores de fonogramas, y reforzamiento de los procedimientos civiles, penales y administrativos contra las violaciones de derechos de autor, incluyendo la facultad del juez competente para incautar las mercancías infractoras y destruir el equipo utilizado para su fabricación.  Además, la nueva ley prevé disposiciones sobre prohibiciones relacionadas con medidas tecnológicas, información de gestión de derechos y señales de satélite codificadas portadoras de programas.  Al respecto, la Ley N° 424-06 va más allá de las obligaciones del ADPIC.

255. La República Dominicana es miembro de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) y signatario de diversos tratados sobre derechos de propiedad intelectual administrados por la OMPI, la mayoría de los cuales ha suscrito durante el periodo examinado (cuadro III.6).  La República Dominicana no forma parte de los siguientes acuerdos:  Tratado sobre el Derecho de Patentes, Acuerdo de La Haya sobre el Registro Internacional de Dibujos y Modelos Industriales, Sistema de Madrid sobre el Registro Internacional de Marcas y Acuerdo de Lisboa relativo a la Protección de las Denominaciones de Origen, entre otros. 

256. La Oficina Nacional de la Propiedad Industrial (ONAPI), adscrita a la SEIC, se encarga de otorgar y registrar los derechos relativos a patentes, modelos de utilidad, diseños industriales y signos distintivos (incluyendo marcas e indicaciones geográficas).  La Oficina Nacional de Derecho de Autor (ONDA), dependiente de la Secretaría de Estado de Cultura, es responsable de mantener el Registro Nacional de Derecho de Autor para todas las obras protegidas conforme a la Ley sobre Derecho de Autor y sus modificaciones.  La Oficina de Registro de Variedades y de Protección de los Derechos de Obtentor de la SEA, creada en 2006, se encarga de la concesión de los derechos de obtentor de variedades vegetales y de llevar el Registro Nacional de Variedades.  

Cuadro III.6 
Participación de la República Dominicana en tratados internacionales administrados por la OMPI

	Acuerdo, convención o tratado (acta más reciente en que participa la República Dominicana
	Fecha en que entró en vigor en la República Dominicana

	Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial (Estocolmo)
	11 de julio de 1890

	Arreglo de Madrid relativo a la Represión de las Indicaciones de Procedencia Falsas o Engañosas en los Productos
	6 de abril de 1951

	Convención de Roma sobre la protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión
	27 de enero de 1987

	Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas (París)
	24 de diciembre de 1997

	Convenio que establece la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual
	27 de junio de 2000

	Tratado de la OMPI sobre interpretación o ejecución y fonogramas
	10 de enero de 2006

	Tratado de la OMPI sobre el derecho de autor
	10 de enero de 2006

	Tratado de Cooperación en materia de Patentes
	28 de mayo de 2007

	Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (acta de 1978)
	16 de junio de 2007

	Tratado de Budapest sobre el Reconocimiento Internacional del Depósito de Microorganismos a los fines del Procedimiento en Materia de Patentes
	3 de julio de 2007

	Tratado sobre el Derecho de Marcas 
	Firmado el 28 de octubre de 1994

	Arreglo de Singapur sobre la Ley de Registro de Marcas 
	Firmado el 28 de marzo 2006


Fuente:
Información en línea de la OMPI.  Véase:  http://www.wipo.int/treaties/es/general/.
257. La legislación dominicana abarca todas las principales materias contempladas por el Acuerdo de los ADPIC.  El cuadro III.7 ofrece una reseña general de la protección de los derechos de propiedad intelectual en la República Dominicana.

258. La República Dominicana permite las importaciones paralelas en materia de patentes y marcas.  Conforme a la Ley N° 20-00, una patente no da derecho a impedir la venta, locación, uso, usufructo, importación o cualquier modo de comercialización de un producto protegido u obtenido por un proceso patentado, una vez que ha sido puesto en el comercio de cualquier país con el consentimiento del titular o de un licenciatario o de cualquier otra forma lícita.
  Asimismo, el registro de una marca no confiere a su titular el derecho de prohibir a terceros el uso de la marca sobre productos legítimamente marcados que el titular u otra persona con su consentimiento o económicamente vinculada a él haya introducido en el comercio en el país o en el extranjero, siempre que esos productos no hayan sido alterados.
  En materia de derechos de autor no se permiten las importaciones paralelas.

259. No se han concedido licencias obligatorias en virtud de la Ley N° 20-00.

260. Tanto la Ley de Propiedad Industrial como la Ley sobre Derecho de Autor y la Ley sobre Protección de los Derechos de Obtentor de Variedades Vegetales contienen disposiciones relativas a la observancia de los derechos de propiedad intelectual que incluyen procedimientos administrativos, judiciales y penales, así como sanciones pecuniarias y penas privativas de la libertad.  La Ley de Propiedad Industrial (Artículo 174) y la Ley sobre Derecho de Autor (Artículo 185) prevén asimismo la adopción de medidas en frontera sobre las mercancías presuntamente falsificadas o confusamente similares, y las mercancías que lesionen el derecho de autor o derechos conexos, respectivamente. 

Cuadro III.7
Panorama general de la protección de los derechos de propiedad intelectual en la República Dominicana, 2008

	Objeto
	Materia abarcada
	Duración
	Exclusiones y limitaciones particulares

	Derecho de autor y derechos conexos
	Obras originales susceptibles de divulgación o reproducción por cualquier medio y relacionadas, en particular, con la literatura, la música, el drama, la danza, la fotografía, la arquitectura, las obras audiovisuales, la pintura, las emisiones de radio y televisión, los programas de computadora y las bases o compilaciones de datos.
	La vida del autor y los 70 años siguientes a su muerte.  Para las obras colectivas, fotografías, audiovisuales, fonogramas, programas de computadora y de radiodifusión, 70 años contados a partir de la fecha de la primera publicación o emisión.
	No se considera que existe infracción cuando las obras se utilizan sin ningún beneficio económico directo, o con fines de educación o investigación.  
No se requiere autorización, en particular, para la reproducción por prensa, radiodifusión o transmisión por hilo de artículos sobre temas de actualidad, a menos que se prohíba expresamente y siempre que se cite la fuente;  la reproducción con fines de investigación, y la reproducción, por una sola vez y en un solo ejemplar, para uso personal y sin fines de lucro.

	
	
	
	El titular conserva el derecho de prohibir la reproducción, alteración y distribución de la obra amparada por el derecho de autor.

	Patentes
	Cualquier invención susceptible de aplicación industrial que sea nueva y suponga una actividad inventiva.  Puede referirse a un producto o un procedimiento. 
	20 años contados desde la fecha de presentación.  Plazo improrrogable, salvo cuando hubiere un retraso irrazonable en el otorgamiento del registro imputable a la autoridad.
	No son patentables las teorías científicas y métodos matemáticos, los métodos económicos o de negocios, los programas informáticos, los métodos quirúrgicos, terapéuticos o de diagnóstico, la materia viva presente en la naturaleza, las plantas y animales (excepto los microorganismos) y los procedimientos biológicos para su producción;  invenciones contrarias a la salud o la vida de las personas o los animales, o susceptibles de dañar el medio ambiente.

	
	
	
	Se pueden otorgar licencias obligatorias si transcurridos tres años desde la concesión de la patente o cuatro años desde su solicitud, la invención no ha sido explotada o su explotación ha sido interrumpida por más de un año sin causa justificada.

	
	
	
	Se pueden otorgar licencias por razones de interés público para el uso de una patente en casos de emergencia o de seguridad nacional.

	Modelos de utilidad
	Nuevas formas o configuraciones de elementos de un artefacto, instrumento o mecanismo que permitan un mejor funcionamiento o ventaja técnica.  Se protegen mediante patentes. 
	15 años contados desde la fecha de presentación de la solicitud.
	Procedimientos, sustancias o composiciones químicas, metalúrgicas o de cualquier otra clase, y la materia excluida de la protección por patente.

	Dibujos y modelos industriales
	Dibujos y modelos industriales nuevos que se incorporen a un producto industrial o artesanal.
	5 años contados desde la fecha de solicitud, prorrogables por otros dos períodos de 5 años.
	Se excluyen los diseños cuyo aspecto sea determinado únicamente por una función técnica y no incorpore ningún aporte arbitrario del autor, los elementos de diseño cuya reproducción es necesaria para que el producto que los contiene pueda ser montado en otro producto del que forma parte, o conectado con él.  Tampoco se protegen diseños que incorporen una marca o supongan el uso de una obra protegidos en la República Dominicana, ni el uso de distintivos de interés público como el escudo, la bandera y otros emblemas nacionales.

	Marcas de fábrica o de comercio
	Cualquier signo o combinación de signos susceptible de representación gráfica, apto para distinguir los productos o servicios de una empresa de otros;  incluye las marcas colectivas, de certificación, así como los nombres comerciales, rótulos y emblemas.
	10 años contados desde la fecha de presentación de la solicitud:  plazo renovable por periodos sucesivos de 10 años.
	No se pueden registrar como marcas, entre otros, las designaciones genéricas, los signos que puedan engañar en cuanto a las características de los productos o servicios, los que reproduzcan o imiten una denominación de origen registrada o incluyan la denominación de una variedad vegetal protegida, los signos distintivos que sean notoriamente conocidos en el país y los signos idénticos o similares a marcas o nombres comerciales registrados por terceros.

	Cuadro III.7 (continuación)

	Indicaciones geográficas
	Todo signo o combinación de signos que identifican a un producto como originario del territorio de un país, o de una región o localidad de ese territorio, cuando determinada calidad, reputación u otra característica del bien sea imputable a su origen geográfico.
	Tiempo indeterminado
	Se deniega la protección cuando la indicación geográfica sea confusamente similar a una marca pendiente de registro o a una marca preexistente.  

Una indicación geográfica no puede ser usada en el comercio cuando sea falsa o engañosa con respecto al origen del producto o servicio de que se trate, o cuando pueda inducir al público a confusión con respecto al origen, calidad, procedencia, características o cualidades del producto o servicio.

	Información no divulgada (incluyendo datos de prueba)
	Información comercial no divulgada o secreto empresarial que posea una persona natural o jurídica, que pueda usarse en una actividad productiva, industrial o comercial, y que sea susceptible de transmitirse a un tercero.
	Indefinidamente
Datos de prueba:  

farmacéuticos (5 años) y químicos agrícolas (10 años)
	No se protege la información que sea generalmente conocida o fácilmente accesible por quienes se encuentran en los círculos que normalmente manejan dicha información.

	Obtención de variedades vegetales
	Obtenciones vegetales nuevas, distintas, homogéneas y estables.
	20 años a partir de la fecha de concesión del derecho de obtentor.  Para los árboles y las vides, 25 años a partir de esa fecha.
	El derecho de obtentor no se extiende a:  los actos privados con fines no comerciales, los actos con fines experimentales, los actos realizados con miras a la creación de nuevas variedades, a menos que se trate de variedades derivadas esencialmente de la variedad protegida.  No infringe el derecho de obtentor quien reserva y siembra en su propia explotación el producto de la cosecha que haya obtenido por el cultivo de una variedad protegida. 


Fuente:
Secretaría de la OMC.
261. En los casos de presunta infracción de los derechos de propiedad industrial, los tribunales pueden ordenar medidas cautelares, previa solicitud del interesado y cuando existan pruebas suficientes de la infracción o de su inminencia.  En el caso de las marcas de fábrica, el titular puede solicitar a la autoridad aduanera la suspensión del despacho de las mercancías presuntamente falsificadas o confusamente similares, siempre que presente pruebas suficientes.  La DGA debe actuar de oficio y retener el despacho cuando tenga motivos para sospechar que la mercancía infringe una marca de fábrica.
  La ONAPI no participa en acciones de observancia;  esta tarea la lleva a cabo el Procurador General Adjunto para Delitos de Propiedad Intelectual y los procuradores fiscales en los distritos municipales de la República Dominicana.

262. En relación con las infracciones de los derechos de autor y los derechos conexos, el titular puede solicitar a la autoridad aduanera o a la procuraduría fiscal competente la suspensión del despacho de mercancías presuntamente ilícitas, suministrando información y pruebas suficientes.  Estas autoridades también pueden suspender de oficio el despacho de las mercancías.  El tribunal apoderado puede ordenar la destrucción de la mercancía objeto de la medida en frontera.
  La ONDA participa, en coordinación con la Procuraduría General de la República, en acciones para garantizar la observancia de los derechos de autor y derechos conexos;  tiene facultad para realizar inspecciones, imponer sanciones administrativas y dictar medidas cautelares, incluso el cese de la actividad ilícita.

263. Según datos del Departamento de Propiedad Intelectual de la Dirección General de Aduanas, durante el periodo 2002-07, la mayoría de las infracciones de derechos de propiedad industrial se relacionó con la importación de mercancías falsificadas de marcas internacionales de productos como ropa y accesorios.  Según informaciones de la Procuraduría General de la República, en el plano nacional, las infracciones más frecuentes se relacionan con la falsificación de tabacos, ropa y bebidas alcohólicas. 

264. En materia de derechos de autor, sigue siendo frecuente la piratería de fonogramas, vídeos y programas de computadoras, ante lo cual las autoridades han reforzado las acciones de incautación y destrucción de las mercancías infractoras.  De acuerdo con datos de la ONDA, en el periodo 2000-04 se destruyeron 745.336 unidades ilícitas.
  
� La Ley N° 3489 ha sufrido 13 modificaciones desde su entrada en vigor en 1953, la última fue resultado de la Ley N° 226-06 que otorgó autonomía a la Dirección General de Aduanas e hizo modificaciones en relación con los tiempos de despacho aduanero para adecuarlos a las disposiciones del DR-CAFTA.


� El registro de importadores fue derogado mediante la Ley N° 14-93 de 26 de agosto de 1993.


� Resultados de la aplicación del Sistema de Despacho Expreso, Administración Boca Chica, para el periodo del 20 de agosto de 2007 al 21 de enero de 2008.


� Artículo 14, Párrafo II de la Ley N° 226-06.


� La Plana Digital (2007a).  


� Ley N° 126-02 sobre Comercio Electrónico y Firma Digital de 14 de agosto de 2002.


� Decreto N° 402-05 de 26 de julio de 2005.


� Sánchez, Díaz, L. M. (2006).


� Artículo 19 de la Ley N° 226-06.


� Documento de la OMC G/VAL/22 de 10 de marzo de 2000. 


� Artículo 6 de la Ley N° 147-00 de 27 de diciembre de 2000.


� Documento de la OMC G/VAL/N/1/DOM/1 de 10 de julio de 2001.


� Documento de la OMC G/C/W/286 de 31 de julio de 2001.


� Documento de la OMC WT/L/442 de 10 de enero de 2002.


� Artículo 9 del Decreto N° 667-01.


� Norma 02/2001 de 29 de junio de 2001.


� Artículos 5.10 y 5.11 del DR-CAFTA.


� Documento de la OMC G/RO/N/9 de 19 de abril de 1996.


� Documentos de la OMC G/RO/N/39 de 22 de abril de 2003 y G/RO/N/40 de 29 de abril de 2003.


� La Ley N° 146-00 modifica la Ley N° 14-93 de 1993, mediante la cual se aprobó el arancel.


� Artículo 5 de la Ley N° 146-00 de 27 de diciembre de 2000.


� Considerando de la Ley N° 146-00.


� Las estimaciones de la Secretaría para 2002 no toman en cuenta los tipos arancelarios aplicados a los productos sujetos a los contingentes arancelarios.  Por lo tanto, las estimaciones de este informe no son estrictamente comparables con las que aparecen en el anterior informe de la Secretaría para el Examen de las Políticas Comerciales de la República Dominicana.


� Ley N° 557-05 sobre reforma tributaria de 8 de diciembre de 2005.


� Ley N° 56-07 "que declara de prioridad nacional los sectores pertenecientes a la cadena textil, confección y accesorio;  pieles, fabricación de calzados de manufactura de cuero y crea un régimen nacional regulatorio para estas industrias" de 4 de mayo de 2007.


� El arancel efectivo es el cociente del valor de los ingresos derivados de los derechos arancelarios y el valor de las importaciones de mercancías.


� La lista anterior a la entrada en vigor del Acuerdo de Marrakech figura en el documento de la OMC WT/Let/317 de 4 de noviembre de 1999.


� Documento de la OMC WT/Let/293 de 12 de marzo de 1999 y WT/Let/293 parte 2 de 3 de febrero de 1999.


� Para realizar este análisis, la Secretaría solamente tomó en cuenta las líneas arancelarias contenidas en el fichero de la Lista Arancelaria Refundida de la República Dominicana que son estrictamente comparables con el SA 2007.


� Artículo 72 de la Ley N° 424-06 de 20 de noviembre de 2006.


� Artículo 343 del Código Tributario (Ley N° 11-92) y Artículo 9 de la Ley N° 557-05.


� Título IV del Código Tributario (Ley N° 11-92).


� Documentos de la OMC WT/DS302/R de 26 de noviembre de 2004 y WT/DS302/AB/R de 25 de abril de 2005.


� Documento de la OMC WT/DS333/1 de 19 de septiembre de 2005. 


� La prohibición se refiere a los vehículos usados comprendidos en las partidas 8702 y 8703 del Arancel de Aduanas, y en las subpartidas 8704.21 y 8704.31.


� La prohibición comprende, entre otros, televisores, acondicionadores de aire, refrigeradores, hornos de microondas, aspiradoras, lavadoras y secadoras de ropa, y pulidoras y secadoras de pisos domésticas.


� Documento de la OMC G/LIC/N/3/DOM/2 de 4 de mayo de 2004.


� Documentos de la OMC G/ADP/N/132/Add.1/Rev.4 de 11 de octubre de 2007 y G/SCM/N/162 Add.1/Rev.1 de 15 de noviembre de 2007.


� Artículo 54 Párrafo II de la Ley N° 01-02.


� Artículos 71 y 78 de la Ley N° 01-02.


� Artículos 56 y 70 de la Ley N° 01-02.


� Documentos de la OMC G/ADP/N/1/DOM/3, G/SCM/N/1/DOM/2 y G/SG/N/1/DOM/2 de 22 de mayo de 2002.


� Las Comunidades Europeas y los Estados Unidos plantearon preguntas sobre la legislación dominicana en los documentos de la OMC G/ADP/Q1/DOM/1 de 13 de marzo 2003 y G/ADP/Q1/DOM/2 de 10 de abril de 2003, respectivamente.  Las respuestas de la República Dominicana figuran en el documento G/ADP/Q1/DOM/3 de 6 de mayo de 2003.


� Decreto N° 43-08 de 23 de enero de 2008.


� Documento de la OMC G/TBT/ENQ/31 de 29 de octubre de 2007.


� OMC (2002), Capítulo III Párrafo 63.


� Documento de la OMC G/TBT/2/Add.74 de 30 de junio de 2003.


� Las entidades gubernamentales que integran la COMINNOR son:  el Banco Central, el CEI-RD y las Secretarías de Estado de Industria y Comercio, de Economía, Planificación y Desarrollo, de Obras Públicas y Comunicaciones, de Agricultura, de Salud Pública y Asistencia Social, de Defensa Civil, y del Trabajo.


� Documento de la OMC G/TBT/2/Add.74 de 30 de junio de 2003.


� Documento de la OMC G/TBT/CS/N/87 de 13 de enero de 1998.  Ver también el documento de la OMC G/TBT/CS/2/Rev.13 de 2 de marzo de 2007.


� La Ley N° 602 establece que pueden presentar iniciativas para el establecimiento de una norma o reglamento técnico el Estado, los productores o el sector consumidor.


� Documentos de la OMC G/TBT/N/DOM/1 a G/TBT/N/DOM/51 de diversas fechas.


� Artículo 110 de la Ley N° 42-01.


� Artículo 115 Párrafos II y VI de la Ley N° 42-01.


� Artículo 117 Párrafo II de la Ley N° 42-01.


� Resolución N° 22/2006 del Secretario de Estado de Agricultura, de 12 de diciembre de 2006.


� Documentos de la OMC G/SPS/ENQ/22 y G/SPS/NNA/12 ambos de 9 de octubre de 2007.


� Documentos de la OMC G/SPS/GEN/295/Add.33 y Corr.1 de 25 de marzo y 1°de mayo de 2003, G/SPS/GEN/587 de 7 de julio de 2005 y G/SPS/GEN/691 de 10 de abril de 2006.


� El Comité está integrado por representantes de las Secretarías de Estado de Agricultura, de Salud Pública y Asistencia Social, de Industria y Comercio (incluyendo a DIGENOR y DICOEX), de Medio Ambiente y Recursos Naturales, de Relaciones Exteriores, y del Consejo Nacional de Agricultura y la Junta Agroempresarial Dominicana.  También lo integran observadores de organismos internacionales.


� Resolución N° 021/2006 (bis) del Secretario de Estado de Agricultura de 3 de noviembre de 2006.


� Artículos 127 y 129 de la Ley N° 42-01.


� Documento de la OMC G/SPS/W/103/Rev.2. 


� Documentos de la OMC G/SPS/N/DOM/1 de 14 de abril de 1997, G/SPS/N/DOM/2 de 7 de julio de 2006 y G/SPS/N/DOM/3 de 7 de julio de 2006, respectivamente.


� Documentos de la OMC G/SPS/N/DOM/4 de 12 de junio de 2008 y G/SPS/N/EQV/DOM/1 de 19 de junio de 2008, respectivamente.


� Documentos de la OMC G/SPS/R/42 de 25 de septiembre de 2006 y G/SPS/R/43 de 3 de enero de 2007.


� Ley N° 4990-58.


� Ley N° 64-00.


� Ley N° 311-68 y su Reglamento N° 322-88.


� Ley N° 4990-58.


� Los puertos de:  Santo Domingo, Haina Oriental, Boca Chica, Puerto Caucedo y Puerto Plata.


� Resolución N° 84/96 de 17 de septiembre de 1996 que regula la cuarentena para la importación de fruta hacia la República Dominicana.


� Ley N° 4030-55.


� Ley N° 278 de 29 de junio de 1966.


� Resolución N° 07/2003 del Secretario de Estado de Agricultura de 18 de marzo de 2003.


� Decreto N° 646 de 23 de diciembre de 1996.


� Artículo 110 de la Ley N° 42-01.


� Ley N° 84-99.


� Véase el sitio Internet del SIVUCEX en:  http://www.siiiiivucex.gov.do.


� Reglamento N° 79-03 y Artículo 366 del Código Tributario.


� Ley N° 146-71.


� Ley N° 42-01.


� Ley N° 4990-58 y Ley N° 8-65.


� Ley N° 4030-55.


� Decreto N° 1288-04.


� Ley N° 4990 y Reglamento N° 22-96 sobre Clasificación y Procedimiento de Exportación de Cacao en Grano.


� Ley N° 4990 y Reglamento N° 819-02 sobre la Recolección, el Beneficiado, la Clasificación, la Exportación y la Industrialización del Café.


� Documento de la OMC G/SCM/N/74/DOM de 8 de enero de 2002.


� Documento de la OMC WT/MIN(01)/17 de 20 de noviembre de 2001.


� Documento de la OMC G/SCM/N/163/DOM de 14 de septiembre de 2007.  Véase también el documento de la OMC G/SCM/N/160/DOM de 5 de julio de 2007 que contiene una notificación actualizada de las subvenciones bajo la Ley N° 8-90.


� Documento de la OMC WT/L/691 de 31 de Julio de 2007.


� Reglamento N° 366-97 para la Aplicación de la Ley N° 8-90 de 29 de agosto de 1997, modificado por el Decreto N° 721-04 de 3 de agosto de 2004.


� Artículo 2 de la Ley N° 8-90.


� Artículo 24 de la Ley N° 8-90.


� Artículos 19 y 20 de la Ley N° 8-90.


� Artículo 17 de la Ley N° 8-90 y Artículo 15 de su Reglamento.


� Información del Banco Central de la República Dominicana.  Consultada en línea en:  http://www. bancentral.gov.do/estadisticas_economicas/sector_extermo/bpagos.xls.


� Secretaría de Estado de Hacienda (2007).


� OTF Group (2007), p. 7.


� OTF Group (2007), p. 6.


� Decreto N° 552-07 que crea el Fondo de Preservación y Creación del Empleo con el objetivo de evitar la reducción de los empleos en las zonas francas, 8 de octubre de 2007.


� El Régimen de importación temporal también contemplaba la suspensión de la comisión cambiaria y de la tasa transitoria del 2 por ciento sobre las importaciones, cuando estos cargos estaban vigentes.


� Ley Monetaria y Financiera N° 183-02 de 3 de diciembre de 2002.


� Información del Banco Central de la República Dominicana.  Consultada en línea en:  http://www.bancentral.gov.do.


� El Consejo está integrado por el CEI-RD, que lo preside, la SEIC, el Secretariado Técnico de la Presidencia y el Banco Central y por tres miembros designados por la Asociación Dominicana de Exportadores.


� Consultado en línea en:  http://www.adoexpo.com.


� Véase Pellerano y Herrera (2007) y Dhimes y Marra (2005).


� Registro de Nombre Comercial;  listado de accionistas con la cédula o pasaporte de cada uno;  estatutos sociales de la empresa, incluyendo las asambleas de constitución de la empresa y referencias bancarias. 


� Ley N° 20-00 de 8 de mayo de 2000.


� Ley N° 11-92 de 31 de mayo de 1992, modificada por la Ley N° 173-07 de Eficiencia Recaudatoria.


� Ley N° 03-02 de 18 de enero de 2002.


� Ley N° 227-06 de 19 de junio de 2006.


� Ley N° 42-01 de 8 de marzo de 2001 y Ley N° 64-00 de 25 de julio de 2000, respectivamente.


� Ley N° 392-07 de 4 de diciembre de 2007.


� Banco Mundial (2007). 


� Información en línea del Consejo Nacional de Competitividad.  Véase:  http://www.creatuempresa. gob.do.


� Solano, A. F. (2007).


� Solano, A. F. (2007).  


� El formato para solicitar la calificación está disponible en:  http://www.proindustria.gov.do.


� Información en línea de PROINDUSTRIA.  Véase:  http://www.proindustria.gov.do.


� La Ley define los clusters como concentraciones geográficas de empresas de un ramo económico, de proveedores especializados, de oferentes de servicios, de empresas en ramas económicas vinculadas y de instituciones asociadas que compiten y cooperan en un campo económico específico.


� Se consideran bienes fungibles aquellos de los que no puede hacerse uso adecuado a su naturaleza sin que se consuman.


� Las acciones de los comités sectoriales de la CNC pueden consultarse en:  http://www.cnc.gov.do.


� Información consultada en línea el 28 de marzo de 2008 en:  http://www.promipyme.gov.do.


� Datos proporcionados por las autoridades dominicanas.


� Secretaría de Estado de Hacienda (2008b).


� Secretaría de Estado de Hacienda (2008b).


� Las provincias de Pedernales, Independencia, Elías Piña, Dajabón, Montecristi, Santiago Rodríguez y Bahoruco.


� Secretaría de Estado de Hacienda (2007).


� Secretaría de Estado de Hacienda (2007).


� Banco Mundial, BID y el Gobierno de la República Dominicana (2005).


� Estos instrumentos derogan la Ley N° 295 de 30 de junio de 1966 y sus reglamentos, así como la Ley N° 27-01 de 2 de febrero de 2001.


� Información en línea de la Secretaría de Estado de Hacienda.  Véase:  http://www.hacienda.gov. do/legislacion/leyes.html.


� Artículo 7 de la Ley N° 449-06.


� Artículo 7 de la Ley N° 449-06.


� Artículo 8 de la Ley N° 449-06. 


� Artículo 4 de la Ley N° 449-06.


� BID (2007).


� Artículo 44 del Reglamento N° 490-07.


� Artículo 11 del Reglamento N° 490-07.


� Artículo 8 del Reglamento N° 490-07.


� Documentos de la OMC IP/N/1/DOM/I/1, IP/N/1/DOM/I/2, IP/N/1/DOM/C/1 e IP/N/1/DOM/C/2 de 30 de abril de 2002.


� Documento de la OMC IP/N/6/DOM/1 de 21 de junio de 2001.


� Documento de la OMC IP/N/3/Rev.9 de 8 de noviembre de 2005.


� Artículo 3 de la Ley N° 424-06 que modifica el Artículo 30 de la Ley N° 20-00.


� Artículo 88 de la Ley N° 20-00.


� Artículo 30 de la Ley N° 424-06 que modifica el Artículo 174 de la Ley N° 20-00.


� Artículo 61 de la Ley N° 424-06 que modifica el Artículo 185 de la Ley N° 65-00.


� Consultado en:  http://www.onda.gov.do/estadísiticas.htm.






